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La tesis expone los resultados de una investigación relacionada a las 
infracciones cometidas por menores y su tratamiento en el órgano Judicial de 
Juliaca (Provincia de San Román - Puno). En el ámbito de la investigación se 
ha constatado que los abogados opinan que las infracciones a la ley penal se 
han incrementado. Esta opinión es coincidente con las fuentes oficiales y otros 
organismos que consideran que las infracciones a la ley penal se vienen 
incrementando en los últimos años. Para el incremento a la infracción penal 
inciden factores de carácter social y cultural principalmente, cuya 
responsabilidad es tanto del entorno familiar, de la sociedad y del Estado. 
 
Los operadores del Derecho, en este caso los abogados, consideran 
mayoritariamente, en un 45 % que el tratamiento a menores infractores a la ley 
penal no es la más correcta. Asimismo, los abogados perciben en un 75 % que 
el Código del Niños y Adolescentes requiere ser actualizada en consideración a 
las nuevas circunstancias y situación que se vive respecto al incremento de la 
infracción penal y su tratamiento jurisdiccional. También, de las 15 sentencias 
analizadas sobre el tratamiento jurisdiccional por infracción a la ley penal 27 % 
fueron absueltos de la imputación cometida; el 73 % fueron sancionados con 
diversas formas que permite la norma pertinente. La mayor parte de infractores 
a la ley penal, fueron sancionados con medida socioeducativa de libertad 
asistida, esto es el 53 %. En cambio, el 27 % de los investigados fueron 
absueltos. Un 20 % fueron sancionados con internamiento al haberse 
comprobado como autores de la infracción penal cometida. 
 
Respecto al tipo de infracción penal, se tiene que la mayor parte de 




sean hurtos o robos, esto representa el 60 %. En cambio, las infracciones 
relacionados a lesiones representa el 20 %, y lo preocupante es las 
infracciones contra la salud en la modalidad de tráfico ilícito de drogas (TID) 
que representa el 20 %. 
 
En ese sentido, se debe hacer prevaler en el derecho penal juvenil los 
principios de interés superior del niño u de protección integral, por lo que evita 
la imposición de una sanción, y cuando ella es inevitable, dispone la menor 
restricción de derechos posible tratado de no imponer una sanción privativa de 
libertad. Se debe ser cauteloso, evitando que en la práctica, lejos de suponer 
una disminución del control social, se llegue más bien a una ampliación de 
este, que desemboque a unas redes distintas, más amplias y sutiles. A ello se 
ha referido la criminología crítica al hablar de las sanciones alternativas La tesis 
culmina con conclusiones respecto a la temática tratada en la investigación y 
también se hace propuestas de solución a la misma. 
 









The thesis presents the results of an investigation related to offenses committed 
by juveniles and their treatment in the court of Juliaca (province of San Román - 
Puno). In the field of research it has found that lawyers believe that violations of 
the criminal law have increased. This review is coincident with officials and 
others who consider violations of criminal law have been increasing in recent 
years. To increase the criminal offense affecting factors mainly social and 
cultural character, whose responsibility is both familiar environment, society and 
the State. 
 
Operators of law, in this case lawyers, mostly considered, by 45% to 
treatment for young offenders to the criminal law is not the most correct Also 
lawyers perceived by 75% that the Code of Children and Adolescents need to 
be updated in view of new circumstances and situation that exists regarding the 
increase of the offense and its judicial treatment. Also, of the 15 judgments 
analyzed on the national treatment violation of criminal law, 27% were acquitted 
of the accusation committed; 73% were penalized with various forms that allows 
the relevant standard. Most criminal law offenders were punished with probation 
rehabilitative measure, this is 53%. In contrast, 27% of the investigated were 
acquitted. 20% were punished with internment to have proven as perpetrators 
of the offense committed. 
 
Regarding the type of criminal offense has the most juvenile offenders 
are related to offenses against marriage are thefts or robberies, this represents 
60%. However, offenses related injuries account for 20%, and the concern is 





In this regard, it should be prevail in the juvenile criminal law principles or 
interests of the child integral protection, which prevents the imposition of a 
sanction, and when it is inevitable, has the least possible restriction of rights 
treaty not impose a custodial sentence. One should be cautious, keeping in 
practice, far from being a decline in social control, rather to get an extension of 
this that would lead to a different, broader and subtler networks. It has referred 
to this critical criminology speaking of alternative sanctions. The thesis ends 
with conclusions regarding the topic discussed in the research and proposed 
Solutions to lamisca is also made. 
 










La investigación que contiene la presente tesis, surge del análisis de casos 
específicos en el órgano jurisdiccional de Juliaca, provincia de San Román. 
Pero, para la justificación y fundamentar la situación problemática concreta, 
partimos de un previo análisis del contexto jurídico y social acerca del tema 
tratado. En ese sentido, consideramos que en todas las decisiones que se 
adopten en el contexto de la administración de la justicia de menores, el interés 
superior del niño deberá ser una consideración primordial. Hoy en día existe un 
cambio de paradigma sobre el interés superior del niño y la protección integral 
de este, como principio rector de la justicia penal juvenil, es decir, se debe 
considerar lo que es más conveniente para la reinserción familiar y social del 
joven, lo que ha sido conocido en otros contextos con el principio director de la 
educación, que lleva a diferenciar el derecho penal juvenil del derecho penal de 
adultos. 
 
Los niños se diferencian de los adultos tanto en su desarrollo físico y 
psicológico como por sus necesidades “emocionales y educativas. Esas 
diferencias constituyen la base de la menor culpabilidad de los niños que tienen 
conflictos con la justicia. Estas y otras diferencias justifican la existencia de un 
sistema separado de justicia de menores y hacen necesario dar un trato 




Código de Niños y Adolescentes establece que en su interpretación y 
aplicación se tendrá en cuenta los principios y las disposiciones de la 
Constitución Política del Perú, la Convención sobre los Derechos del Niño y los 
demás convenios Internacionales de los que el Perú es Parte, precisando 
además que, las normas del Código Civil, Código Penal, Código Procesal Civil, 
Código Procesal Penal se aplican cuando corresponda en forma supletoria. 
Esta situación encuentra su máxima expresión normativa en la Convención 
sobre los Derechos humanos. Dicho instrumento internacional orienta a la 
mayoría de las nuevas legislaciones sobre la materia, proporcionado 
lineamientos normativos que se deberían aplicar en todos los Estado. Así entre 
los derechos reconocidos por la Convención, se encuentra el derecho que tiene 
todo niño/a o adolescente a expresar, se libremente en toda cuestión que le 
concierne, como a ser escuchado en todo proceso judicial o administrativo. 
 
También en la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos 
del Niño, como en las Regias Mínimas de las Naciones Unidas para la 
Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing) y en las 
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la Delincuencia 
Juvenil (Directrices de Riad) se estableció que -siempre que sea posible- en los 
conflictos donde estén involucrados niños, niñas o adolescentes, se deberá de 
resolver sin acudir a la vía penal. Asimismo, los dos instrumentos citados en 
primer término disponen que, en caso de que sea inevitable acudir a esta vía. 
Se les reconocerá a los infractores e infractoras las mismas garantías penales, 
procesales y de ejecución de que gozan las personas adultas, además de las 




menores de edad, utilizando la privación de libertad solo en casos 
excepcionales, debiendo establecer las legislaciones nacionales un abanico de 
sanciones alternativas, todas ellas de carácter pedagógico. 
 
El surgimiento de derechos de los niños, niñas y adolescentes a lo largo 
de la historia ha sido un proceso muy lento y progresivo. Inicialmente, se 
concebía a los niños y a los adolescentes como “objetos de protección” a partir 
de una definición negativa de estos actores sociales. Producida la crisis de la 
tesis de la situación irregular debido a la vulneración de derechos de los niños, 
niñas y adolescentes, surge un nuevo paradigma: la Doctrina de la Protección 
Integral, la que se caracteriza por reconocer al menor de edad como ser 
humano y sujeto de derechos. Asimismo, surge el principio del interés superior 
del niño, que sirve como garantía y criterio ordenador de las políticas públicas 
referidas a la infancia. 
 
Con el sistema acusatorio se dispuso la entrada en vigencia de la prisión 
preventiva para todos los casos y en todo el territorio nacional, con más razón 
debe proveerse de las mismas garantías inherentes a la audiencia de prisión 
preventiva en el caso de menores infractores de la ley penal. La prisión 
preventiva es una medida extrema que limita el derecho más importante que 
tienen las personas, la libertad, por lo que se debe habilitar, sin mayor demora, 
una audiencia de internamiento preventivo que hará posible el control de la 
actividad jurisdiccional y permitirá una mejor aproximación a la justicia de la 





En el proceso judicial contra adolescentes, la sanción tiene un fin 
predominante pedagógico y de rehabilitación, mas no únicamente de coerción 
y/o castigo. Los jóvenes que viven en la zona de exclusión producida por el 
neoliberalismo comparten la ausencia de cualquier noción de futuro. En 
segundo lugar un desencanto y una desesperanza absoluta con respecto al 
mundo social y, sin embargo, una enorme capacidad de invención y de 
desarrollo, los niños, niñas pequeños dependen de autoridades responsables, 
que evalúan y representan sus derechos y su interés superior en relación con 
decisiones y medidas que afecten a su bienestar, teniendo en cuenta sus 













1.1. EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
La conceptualización moderna de la infancia y de la adolescencia 
conlleva el reconocimiento de los niños y adolescentes como sujetos de 
derecho sin discriminación alguna o, lo que es lo mismo, con plenitud 
de derechos por estar completamente preparados para una vida 
independiente y plena en desarrollo. La Convención sobre los Derechos 
del Niño es el primer instrumento internacional que ha establecido 
derechos humanos para los niños y adolescentes, plasmando en su 
texto derechos civiles semejantes a los de los adultos y no como 
simples destinatarios de acciones asistenciales o de control social 
ejecutadas por el Estado. Uno de los derechos que se reconocen al 
niño/a y adolescente es el derecho a ser oído, por el cual debe expresar 
su opinión antes de que se adopte alguna decisión que le pueda 
afectar, en el seno de la familia o en el marco de un procedimiento 





Sin embargo, casi de forma inmediata se pudieron apreciar las 
notables resistencias que la configuración de una justicia penal de 
menores atenta a las peculiaridades del colectivo sobre el que incidía y, 
sobre todo, a los objetivos reeducadores que en ningún otro sector del 
Derecho penal están más al alcance de la mano, encontraba e 
importantes sectores sociales. La implantación de la justicia de 
menores no ha dejado de estar acompañada en todo momento de una 
intensa atención popular y mediática, denominada por los arraigados y 
periódicamente reiterados temores a una criminalidad juvenil 
desbocada, poco comprensiva con las pretensiones de desarrollar en 
este ámbito un notable, y con buen pronóstico, esfuerzo reeducador. 
 
Los grupos de víctimas y de afectados, nucleadas en torno a 
casos graves aunque de muy escasa frecuencia, han desempeñado 
igualmente un papel relevante en la generación de un clima de 
desconfianza hacia uno de los intentos más serios de nuestra historia 
político - criminal de abordaje integral de un sector de criminalidad. La 
desafortunada consolidación entre la gran mayoría de nuestras fuerzas 
políticas de una actitud oportunista ante las demandas sociales 
relativas al control de la delincuencia, en la que se renuncia a cualquier 
intento de transmitir a la sociedad alternativas elaboradas y 
técnicamente prometedoras de prevención de la delincuencia, 
particularmente los relacionados a las infracciones penales cometidos 





En este contexto de progresiva desnaturalización de la apenas 
nacida Ley reguladora de la responsabilidad penal de los menores 
resulta especialmente necesario atender a una crónica carencia de la 
política criminal, a saber, la ausencia de estudios y análisis que 
muestren cuál sea la realidad delincuencial sobre la que se aspira a 
incidir y cuáles sean las prestaciones que la nueva regulación está 
rindiendo o está en condiciones de rendir. Solo mediante esas 
aportaciones podremos eludir un debate que presumiblemente 
pretende convertir en regla lo que son sucesos aislados y que, castrado 
por actitudes prejuiciosas, es incapaz de dar un margen de tiempo a la 
aplicación de la ley para dar ocasión a apreciar sus efectos. 
 
La delincuencia de menores de edad en nuestro país y, 
específicamente, en la provincia de San Román, como una de las 
ciudades más pobladas de la Región Puno, es un fenómeno del que no 
se cuenta con datos empíricos, aunque no se pueda afirmar que sean 
excesivamente alarmante, constituye una problema social y jurídico. 
Para tener una visión completa de esta realidad, de sus características 
cualitativas, su significado y su función social, hay que recopilar 
información suficiente sobre los menores que infringen las normas, a 
través del proceso formal establecido para su enjuiciamiento. 
 
El procedimiento penal de menores es una materia que ha sido y 
es profusamente estudiada desde el ámbito teórico penal en todos los 
contextos; sin embargo, la criminología peruana le ha dedicado muy 




de este fenómeno y proceso penal. La ley conforma este procedimiento 
como un espacio procesal en el que se pone de manifiesto, no sólo su 
carácter punitivo, sino también su naturaleza educativa la cual le dota 
de una particularidad esencial frente al proceso penal de adultos. 
 
Esta finalidad educativa se ha dado por supuesta debido, 
principalmente, a que la mayoría de las sanciones previstas no 
comportan una privación de libertad; sin embargo no se ha comprobado 
empíricamente si lo pretendido por la ley llega a ser una realidad. 
Asimismo, son muy escasos los estudios que nos ofrecen las 
características personales y sociales de los menores que se ven 
comprometidos en este tipo de procedimientos, lo que lleva a la idea 
estereotipada, fomentada por los medios de comunicación, de que son 
adolescentes y jóvenes que cometen delitos graves y/o necesitan 
medidas de seguridad que contengan su peligrosidad. 
 
En el momento histórico actual, como en todos los anteriores, se 
tiene la sensación generalizada de que la juventud ‘va de mal en peor’, 
que ‘estas cosas antes no sucedían’. La delincuencia protagonizada por 
menores de edad es vista hoy como resultado de los cambios sociales, 
económicos y tecnológicos acaecidos en los últimos tiempos, la falta de 
respeto a la autoridad de padre, educadores y demás agentes sociales 







En ese entender, la presente investigación se abocará a 
investigar de cuál es el tratamiento de carácter socio - jurídico que 
adopta el estado para prevenir las infracciones penales cometidos por 
menores y cuál es el tratamiento jurisdiccional (en sede fiscal y judicial) 
respecto a estos menores. A partir de ese análisis se diseñará las 
medidas más pertinentes como producto de la investigación.  
 
1.2. PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
Para centralizar la respuesta que nos daremos a la presente 
investigación nos proponemos absolver las siguientes interrogantes 
centrales y secundarias: 
 
1.2.1. Problema general 
¿Cuál es el tratamiento socio - jurídico y jurisdiccional que ha 
establecido el Estado y el ordenamiento jurídico en el tratamiento 
jurisdiccional a menores infractores de la ley penal en la provincia de 
San Román? 
 
1.2.2. Problemas específicos 
• ¿Cuáles son las infracciones penales cometidos por menores de 
edad más comunes en la provincia de San Román? 
• ¿Cuál es el rol de la Policía Nacional, el Ministerio Público y el 
Poder Judicial respecto a los menores infractores de la ley penal? 
• ¿Cuáles serían las medidas preventivas más idóneas para evitar 





1.3. JUSTIFICACIÓN Y RELEVANCIA DE LA INVESTIGACIÓN 
La investigación que nos proponemos realizar se justifica por los 
siguientes considerandos de orden jurídico y científico: 
a. El incremento de las infracciones a la ley penal cometidos por 
menores de edad va en aumento tanto a nivel local, regional y 
nacional, sin que el Estado desarrolle medidas preventivas para 
resolver el problema. 
b. Este incremento de las infracciones a la ley penal por menores de 
edad, tiene diversas causas que van desde lo social, económico, 
cultura, familiar,  educativo, comunicacional, entre otros, que 
deben ser afrontados y resueltos por estado y a partir de las 
investigaciones relacionados al tema. 
c. La legislación que regula el tratamiento a las infracciones penales 
por menores de edad, no es suficientemente aplicada por los 
órganos jurisdiccionales por la falta de apoyo logístico que 
coadyuve a resolver el problema. 
d. Para resolver el problema se requiere adoptar más medidas de 
orden preventivo más que sancionador, como aparece que viene 
sucediendo en el país. 
 
1.4. OBJETIVOS  
1.4.1. Objetivo general 
Analizar el tratamiento socio - jurídico y jurisdiccional a menores 
infractores de la ley penal en la provincia de San Román y plantear 





1.4.2. Objetivos específicos 
• Identificar las infracciones a la ley penal por menores de edad 
más comunes en el ámbito de la provincia de San Román, 
específicamente, en la ciudad de Juliaca. 
• Determinar el tratamiento jurisdiccional (En sede del Ministerio 
Público y el Poder Judicial) a los menores infractores de la ley 
penal. 
• Seleccionar las medidas preventivas más idóneas desde el punto 

















EL MARCO TEÓRICO 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
 
En el siglo XIX, tanto en Europa como en América la situación que vivían 
los menores infractores era muy similar: los que superaban la edad 
mínima para ser considerados penalmente responsables eran detenidos 
y pasaban a los centros penitenciarios comunes mientras se decidía 
sobre su capacidad de discernimiento, donde quedaban a expensas del 
ambiente corruptor del centro. En caso de ser encontrados culpables las 
penas se les imponían eran las mismas que a los adultos, atenuadas por 
consideración a su edad. Como comenta Guallarti De Goicoecha, “desde 
la dureza del antiguo régimen penal hasta la paternal organización de 
los tribunales para niños, hay una extensa gama de rectificaciones que, 
van paulatinamente mejorando la situación del menor abandonado y 
delincuente”. 
En Europa, estas mejoras se extienden por muchos países. Así, 
Bélgica, Inglaterra, Francia, Alemania, Italia. Holanda, Noruega, 




tratamiento penal y penitenciario de los menores, tanto delincuentes 
como abandonados, se va tornando más humanitario, creando 
establecimientos diferenciados para su custodia y tratamiento: hospicios, 
reformatorios y casas de familia. 
 
En algunos Estados también se organizaron bajo iniciativa privada 
y/o pública, asociaciones e instituciones de apoyo a la infancia, así, la 
Obra nacional de la infancia creada en Bélgica en 1919, la Oficina 
Gubernativa de protección a la infancia instituida en Yugoslavia tras su 
independencia, la Comisión real para el estudio de las medidas a 
adoptar ante la delincuencia juvenil nombrada en Italia en 1909 y el 
Consejo Superior de protección a la infancia, con Juntas provinciales y 
municipales, creado en España en 1904. Todo este movimiento 
autónomo los distintos países también buscó continuos contactos 
exteriores a través de revistas y congresos internacionales; los primeros 
que se celebraron fueron: Congreso internacional de Tribunales para 
niños (París, 1911) y Congreso internacional de protección de la infancia 
(Bruselas, 1913). 
 
En el orden de las ideas, Cuello Calón consideró que este paso 
hacia un carácter más paternal, educativo y tutelar tenía dos aspectos: el 
primero, sentimental y humanitario que imponía el deber de cuidar a los 
menores que no habían podido escoger unas circunstancias favorables y 
que, por tanto, los hacia irresponsables de sus actos. El segundo, un 
aspecto utilitario ya que el dinero invertido en redimir a un menor en 




idea del discernimiento se va abandonando crítica por crear indecisión 
en los magistrados y fomentar su falta de tratamiento, originando que 
muchos niños llegaron al vicio y la criminalidad por concederles una 
libertad sin límites. 
 
En Europa se extienden las ideas positivistas. Esta escuela 
desplaza el punto de vista desde el delito al delincuente: la reacción 
penal se produce frente a un individuo, “distinto”. Se niega el “ libre 
albedrío” y se exime de culpa, ya que el comportamiento de las 
personas está determinado biológica, psicológica o socialmente y el 
delito es un síntoma de enfermedad que delata la anormalidad propia del 
sujeto infractor. Así, la Criminología tendrá su objeto de estudio en las 
causas de la delincuencia, como pusieron en práctica Lombroso, 
Garofalo y Ferri. 
 
La potencial peligrosidad es ahora el fundamento de la reacción 
social conceptualizada como una defensa frente a los sujetos 
“inadaptados por tanto, la respuesta al delito tendrá un carácter 
terapéutico, la pena es sustituida por la medida de duración 
indeterminada. El fin del Derecho Penal ya no es reprimir, sino tutelar. 
Así, el sistema se pretende legitimar por una mezcla no muy clara de 
“supuesta cientificidad y humanitarismo” que permite satisfacer este 
último sentimiento de la sociedad para con los niños jóvenes, al mismo 





En Estados Unidos también influyó en este cambio hacia la 
protección de los menores el paso definitivo que se produjo a finales del 
siglo XIX y comienzos del siglo XX de una economía agraria familiar a la 
producción industrial, que supuso la separación del lugar de trabajo y el 
hogar y alteró sustancialmente los roles económicos de los jóvenes y su 
status social y legal. La modernización dilató el periodo de la niñez y 
suplantó el periodo en el que se desarrollaba el aprendizaje pro a la 
entrada tardía en el mercado de trabajo, originando una prolongada 
dependencia económica. Los cambios que se fueron produciendo en la 
estructura familiar, culminaron en la visión de los niños y niñas por parte 
de las clases medias y altas como seres susceptibles de corrupción y 
necesitados y adolescencia. 
 
En este mismo periodo nació la doctrina legal denominada parens 
patriae, según la cual el Estado se subrogaba en el papel parental lo 
cual le concedió un arma privilegiada para intervenir en los conflictos 
sociofamiliares. Como en las familias acomodadas la crianza de los 
menores se había convertido en una cuestión privada, el sistema público 
de bienestar se consolidó como forma de intervención en aquellas 
familias consideradas como más desorganizadas e ineficaces en la 
socialización de sus hijos e hijas. Este movimiento de "salvadores del 
niño” desarrolló varias estrategias: asistencia obligatoria a la escuela, 
restricciones laborales para los niños y jóvenes y creación de los 
tribunales menores. La creación del primer Juvenile Courí en el condado 




Estos tribunales para niños llegaron rápidamente a Europa y se 
extendieron por muchos países cada uno de ellos desarrollando diversas 
particularidades, en función de si se entroncaban en la reforma de 
antiguos órganos o si la institución era totalmente innovadora y 
constituyeron el progreso más elevado” en la tendencia que lentamente 
se había consolidado hacía una mejor resolución de los problemas de la 
infancia. De las Heras, en 1923, comenta que la eficacia y el éxito de 
estos tribunales se prueba en la rápida propagación de los mismos: en 
ese año ya se encontraban constituidos en Inglaterra, Alemania, Italia, 
Austria, Hungría, Francia, Rusia, Bélgica, Suecia, Noruega, Dinamarca, 
Croacia, Yugoslavia, Suiza, Portugal, España, existiendo también en 
Estados Unidos, Australia, Nueva Zelanda, Canadá y Egipto. Estos 
tribunales no eran concebidos como instituciones represivas, sino 
portadores de una función paternal y educativa; estudiaban la 
personalidad del menor y su ambiente y en base a esta información 
adoptan la medida más adecuada para su salvación social y moral, es 
decir, como el médico hace con el enfermo, aplicaban el remedio que 
era más oportuno. 
 
La especialización del juez, de la sala de audiencia y de las 
actuaciones era la característica esencial de esta institución. El juez 
debía estar al corriente de las leyes, pero sobre todo debía comprender 
a los niños y saber atraerse su confianza procurando el conocimiento del 
alma del menor, de su educación y de su familia sin solemnidades ni 




estas audiencias familiares, el primer congreso internacional de 
tribunales para niños (París, 1911) aprobó por mayoría el criterio de un 
juzgador único” Este debería ser buscado, no sólo entre los miembros 
de la carrera judicial, sino donde las circunstancias y las cualidades 
personales hicieran hallar un bien juez de niños. Sin embargo, fueron 
minoritarias las legislaciones que permitieron que los magistrados no 
pertenecieran al ámbito judicial. 
 
Durante la tramitación del expediente era necesario el concurso 
de personas que informaran al juez de las circunstancias del menor y de 
los suyos, ya que la instrucción debía consistir en una información 
profunda y detallada sobre el menor: desde su moralidad hasta su 
ambiente escolar y profesional. En algunos países esta tarea era llevada 
a cabo por miembros de sociedades protectoras de la infancia (Francia y 
Suiza), en otros era ejercida por sacerdotes, pastores, médicos o 
maestros (Alemania), por la policía (Suecia) o por los delegados de 
libertad vigilada (Estados Unidos).  
 
Dado que el tribunal era a la vez juzgador y protector no 
necesitaba la intervención ni del abogado ni del ministerio fiscal. El 
abogado, cuando era incluido en alguna normativa como la del Cantón 
de Zurich Alemania o Francia, era concebido como un colaborador del 
juez que ejercía una labor benéfica y paternal, del que no había temer 
que acusara ningún perjuicio el menor y cuyos intereses no habían ser 
definidos de posibles arbitrariedades, ya que el Juez era su maestro, su 




fiscal no tenía que ejercer sus funciones represivas, sino medidas 
educativas y protectoras. 
 
Las audiencias, según la opinión dominante, se debían celebrar 
en salas separadas a las de los adultos. El ideal era la creación de 
edificios reservados exclusivamente para estos tribunales para niños 
como se llevó a cabo en algunas ciudades de Estados Unidos. Estas 
salas fueron desprovistas de las notas de solemnidad; se bajaron los 
estrados, los jueces se quitaron la toga y desaparecieron el abogado y el 
ministerio público, ayudando a crear un ambiente más familiar y 
confidencial. Esto se completaba con un procedimiento muy sencillo 
ausente de toda formalidad previa, en el que la audiencia pública y las 
informaciones a la prensa no eran permitidas o eran muy restringidas, 
sólo aquellas personas cuya presencia fuera útil o necesaria, como la de 
los padres y los maestros. Al finalizar el proceso la sentencia o acuerdo 
contenía una medida de duración indeterminada, susceptible de ser 
modificada en su naturaleza y en su determinación temporal. 
 
Como se comentó supra, estos tribunales no tenían que examinar 
el discernimiento de los menores acusados ya que este requisito no 
tenía otro fin que el de imponer al infractor aquella cantidad de pena, de 
mal, que justamente mereciere. Pero como las medidas que estos 
nuevos jueces de niños podían imponer no eran propiamente castigadas 
ni penas, no era de temer que se abusase de ellas. Así, la pena de 
muerte, la prisión perpetua y las penas de prisión de larga duración 




unánime, que condenó el empleo de la cárcel tanto en su sistema 
comunitario como celular. Se concibe, sin embargo, la medida de 
internamiento en cárceles para jóvenes donde el tratamiento que se 
aplicaba era puramente reformatorio y de educación correccional. Las 
penas corporales no quedaron abolidas en todas las legislaciones, por 
ejemplo, Inglaterra. Suecia y Noruega admitían la pena de azotes. 
 
En concreto, ¿qué medidas debía poder imponer un juez de 
niños? Todas aquellas que considerase oportunas, al igual que el 
médico no tenía límite para usar cualquier medicina. Sin embargo, la 
mayoría de las leyes europeas fijaron un número de medidas de 
educación de las que el juez podía disponer, en unos países fueron más 
numerosas que en otros, pero todos presentaban una gran semejanza. 
La más novedosa fue la medida de libertad vigilada ejercida por 
delegados en la propia familia del menos; junto a ésta se establecieron 
la reprensión, la entrega del menor a otra persona sociedad de 
beneficencia o autoridad educativas y el internamiento en 
establecimiento terapéutico, disciplinarios, colonias penitenciarias o 
sociedades tutelares. 
 
También hubo penalistas que pusieron serias objeciones a estos 
nuevos tribunales. El más citado por los autores de la época fue M. 
Garcon, profesor de la Escuela de Derecho a París, que afirmaba que 
esta nueva institución se inspiraba en ideas opuestas al principio que ya 
dominaba el Derecho Penal: el Tribunal juzga el hecho, no al hombre; 




judicial se sacrificarían los derechos del padre de familia a favor de un 
“delegado" y al suprimir la intervención de la defensa y al audiencia 
pública revivirá el peligro de los procedimientos secretos y de la 
arbitrariedad. 
 
2.2. BASES TEÓRICAS 
2.2.1. Los derechos de los niños en el derecho internacional 
Tanto en la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos del 
Niño, como en las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la 
Administración de la Justicia de Menores (Reglas de Beijing) y en las 
Directrices de las Naciones Unidas para la Prevención de la 
Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad) se estableció que -siempre 
que sea posible- en los conflictos donde estén involucrados niños, niñas 
o adolescentes, se deberá de resolver sin acudir a la vía penal. 
Asimismo, los dos instrumentos citados en primer término disponen que, 
en caso de que sea inevitable acudir a esta vía, se les reconocerá a los 
infractores e infractoras las mismas garantías penales, procesales y de 
ejecución de que gozan las personas adultas, además de las garantías 
específicas que les correspondan por su especial condición de menores 
de edad, utilizando la privación de libertad solo en casos excepcionales, 
debiendo establecer las legislaciones nacionales un abanico de 
sanciones alternativas, todas ellas de carácter pedagógico. 
 
Hoy en día existe un cambio de paradigma sobre el interés 
superior del niño y la protección integral de este, como principio rector 




conveniente para la reinserción familiar y social del joven, lo que ha sido 
conocido en Alemania con el principio director de la educación, que lleva 
a diferenciar el derecho penal juvenil del derecho penal de adultos. 
 
En España, mediante la Ley Orgánica 5/2000, de la fecha 2 de 
enero de 2001, se reguló la responsabilidad penal de los menores, 
contemplando dicha norma un tratamiento penal para aquellos menores 
entre catorce años y dieciocho años de edad que sean autores de 
infracciones delictivas tipificadas en el Código Penal o en leyes penales 
especiales. 
 
A partir de la mencionada Ley Orgánica, se da cabida a un 
modelo de exigencia de responsabilidad en rechazo, al sistema histórico 
y tradicional del Derecho Penal Español, siendo evidente la voluntad de 
la ley de representar una alternativa o superación del viejo modelo 
tutelar, tuitivo, correccional del pasado, caracterizado por la legislación 
sobre Tribunales Tutelares de Menores, aprobado por Decreto de 11 de 
junio de 19482, y que venía siendo criticado por la doctrina desde la 
entrada en vigor de la Constitución de 1978. 
 
Como se observa, se distinguen tres modelos diferentes en 
relación al tratamiento de un menor que ha cometido un hecho delictivo, 
los cuales son: Tutelar o protección, educativo y responsabilidad. Estos 
modelos se corresponden con la evolución que ha existido en el mundo 




menor o joven, cuya acción la sociedad considera reprobable, y en 
relación con la cual decide realizar una actuación determinada. 
 
A continuación, se describirá cada modelo de tratamiento penal de 
menor, así como las críticas que se han formulado al respecto. 
 
2.2.2. Modelos de tratamiento al menor infractor 
2.2.2.1. Modelo tutelar 
Este modelo ha estado presente en España en los últimos 40 años en la 
Ley de Tratamiento Tutelar de menor de 1948, donde se desarrolla el 
modelo tutelar que responde a los principios de la escuela positiva y 
correccionalista del Derecho Penal, encontrándose influenciado con 
matices del modelo correccionalista alemán que a su vez influyó en el 
Derecho de menores. Al respecto decía Dorado Montero, que: "El 
Derecho tutelar de menores no es el penal propiamente dicho, sino obra 
benéfica y humanitaria de la pedagogía, psiquiatría y arte de buen 
gobierno”. 
 
Este modelo nació a través de una serie de movimientos 
humanitarios y filantrópicos que propusieron liberar a los menores del 
sistema penal de adultos, para lo que se crearon tribunales especiales 
formados por personas que no necesariamente eran jueces, en donde la 
finalidad esencial era “reeducar” al menor para intentar adoptarlo a los 
principios educativos establecidos por la sociedad, incluso, aunque no 





Asimismo, no se estimaba la existencia de un proceso para 
imponer al menor -necesitado de ayuda -una medida, la cual siempre iba 
a redundar en su beneficio, aunque se tratase de un internamiento en un 
centro de los llamados “de reforma” o “reformatorios”. 
 
Las críticas que se formularon versaron sobre su planteamiento 
obsoleto que aún a orientarse paternalista y represivas, conceptuando al 
menor como un objeto de derecho y no como sujeto de derecho. 
 
Al reputar el sistema tutelar derivado de esta ley (Ley de 
Tratamiento Tutelar de menor de 1948) como inimputables a los 
menores, prescindía de cualquier formalidad, procesal y garantista. Así 
pues, había una ausencia de garantías para el infractor. La ordenación 
procesal establecida se corresponde con la propia de un sistema 
inquisitivo puro. Su ideología lleva a los menores a ser sujetos a ultranza 
de protección, privándoles de derechos. 
 
2.2.2.2. Modelo educativo 
Este modelo fue recibido en EE.UU. Holanda, Bélgica y Países 
Nórdicos. Donde se desarrollan alternativas fuera del sistema a través 
de la diversión, que agrupa tendencias y estrategias criminales 
orientadas a prescribir de la continuación de la persecución penal y 
efectuar un control social sobre ellas a través de programas alternativos. 
Este modelo está orientado hacia la prevención especial positiva; 




educativos o socializadores cuando la comisión del delito obedece a 
deficiencias que hacen que el menor encierre peligrosidad criminal. 
 
Se trata de potenciar, en este punto, el papel social del Estado. 
En otros supuestos se trata que el menor perciba la lesividad de su 
conducta y aprenda a hacer un uso razonable de su libertad, y que 
cuando el menor no tiene eso en cuenta van existir consecuencias para 
terceros y para el mismo. Este modelo se caracteriza por un alto grado 
de flexibilidad y libertad, y que cuanta van a existir consecuencias para 
terceros y para el mismo. Este modelo se caracteriza por un alto grado 
de flexibilidad y libertad judicial, declarando la responsabilidad criminal 
(especialmente mediante reparación del daño causado y la conciliación 
con la víctima). 
 
El punto de partidas de este modelo es evitar la imposición de 
sanciones, sobre todo las consistentes en privación de la libertad, 
pasando a ser una opción preferente a la solución del conflicto sin 
sentencia judicial (conciliación y reparación), con una creciente 
importancia de la fase inicial del procedimiento con merma del 
protagonismo de la fase final (que en la mayoría de los supuestos, 
además, se resuelve con sentencia de conciliación). 
 
En el presente modelo hay un “derecho penal blando”, que se 
emplea en la delincuencia -claramente distinto al de los adultos -que 




carácter ubico, por lo que habría un tratamiento similar entre delitos 
graves y delitos leves cometidos por menores. 
 
Para Sánchez García de Paz, fueron los malos resultados los que 
llevaron al abandono de este modelo, que en términos generales 
fracasaron, incrementando las cifras de la reincidencia”. 
 
2.2.2.3. Modelo de responsabilidad 
A raíz de diferentes sentencias de la Corte Suprema en Estados Unidos 
en auténtica modificación en la concepción del tratamiento penal de 
menor. En dichas sentencias se criticaba el sistema de las Cortes 
Juveniles tal como estaba establecido y se instauraba la necesidad de 
adoptar un nuevo enfoque relativo al tratamiento penal de los menores 
que se extienda a las garantías constitucionales, y que tenga como 
consecuencia el reformar los procedimientos existentes para adoptarlos 
a esa exigencia, abandonado las estructuras y principios que inspiraron 
la legislación inicial en esta materia. 
 
Este modelo establece un sistema de garantías y derechos, se 
comienza a entender que el menor es responsable de sus actos y de las 
consecuencias sociales que estos tienen. De ahí que, por primera vez, 
se piense en que sea víctima de sus acciones y se establezca la 
posibilidad de que el menor repare sus daños causados en forma de 
compensación, restitución o trabajo, ya sea directamente a la víctima o 




Este modelo corresponde a una tendencia neoliberal, 
caracterizada por: una descripción detallada de los derechos de los 
menores a un proceso de garantías jurídico penales, otorgando menos 
importancia a la personalidad del menor y más hincapié en su 
responsabilidad por los actos cometidos. Fomentan un interés en las 
necesidades de protección y tratamiento del menor; se da un 
acortamiento entre el Derecho Penal de los adultos y el de los menores. 
El sistema español actual parte de que el menor tiene una 
responsabilidad derivada de la comisión de un hecho delictivo, por lo 
que la gravedad de la infracción hacer que el conflicto se tenga que 
tratar a través de un procedimiento penal. En este aspecto, el Tribunal 
Constitucional España ha establecido en sus sentencias números: 
36/1991 y 60/1995, que el proceso de reforma de menores es un 
proceso similar al penal, en el cual, “no todos los principios y garantías 
exigidos en los procesos contra adultos hayan de asegurarse aquí en los 
mismos términos”. 
 
Asimismo, la sentencia del Tribunal Constitucional Español 
36/1991, de fecha 14 de febrero, marcó el principio del fin del sistema 
proteccionista al considerar en su fundamento de derecho N° 5 que “la 
regulación aprobada por el  Decreto de 11 de junio de 1948 está 
inspirada en el modelo positivista y correccional, que considera al menor 
irresponsable de sus actos, al que no se han de aplicar, para examinar 
su conducta, las garantías jurídicas de otras jurisdicciones, por entender 




la consideración de penas o sanciones. Por ello, el procedimiento 
establecido para reformar a los menores prescinde de las formas 
procesales”, por lo que ordenó una regulación penal y procesal en el 
tratamiento del menor. 
 
Las razones que están en contra de esta filosofía punitiva 
subyacen en que el sistema penal es un mal innecesario o injusto para 
los menores, estigmatiza, no satisface las necesidades del perjudicado 
no de los demás individuos de la sociedad. El interés de la intervención 
penal choca con el derecho del menor a recibir medios educativos. 
 
En el caso peruano, el actual Código Penal Vigente, aprobado 
mediante Decreto Legislativo N° 635, establece en su artículo 20 está 
exento de responsabilidad penal el menor de 18 años.  
 
Ante lo dispuesto por el citado artículo, el Código de los Niños y el 
Adolescente, aprobado mediante Ley N° 27337, materializa un proceso 
de administración de justicia para niños y adolescentes. En este 
extremo, es necesario precisar, que dicho código considera niño a todo 
ser humanos desde su concepción hasta cumplir los doce años de edad 
y adolescente desde los doce hasta cumplir los dieciocho años de edad. 
 
En este sentido, la influencia de la dogmática doctrinal del 
Derecho Penal mínimo y/o de un ordenamiento jurídico garantista del 
interés superior del niño, se muestra desde la denominación al acto 




Infractor Penal”. Según el Código del Niño y del Adolescente: “Se 
considera adolescente infractor a aquel cuya responsabilidad ha sido 
determinada como autor o participe de un hecho punible tipificado como 
delito o falta en la ley penal”. Por otro lado, en cuanto a la sanción por 
comisión de infracciones, en lugar de denominarla pena, se le denomina 
medida socio - educativa, siendo la más grave la medida socio educativa 
de internación. 
 
En líneas generales, si en el Perú, expresamente no existe una 
Ley de Justicia Penal adolescentes, nuestra legislación ha reservado un 
sistema especial de administración de justicia para ellos. Esta 
concepción considera que el joven o adolescente está sujeto a una 
regulación especial, en todos los ámbitos de su desarrollo, y que como 
consecuencia de este trato especial, a nuestro criterio, se ha adoptado 
una concepción punitivo garantista, debido a que se le atribuye al menor 
de edad una mayor responsabilidad, pero a su vez, le son reconocidas 
una serie de garantías sustantivas y procesales que no eran siquiera 
pensadas dentro de una concepción tutelar, que tal como hemos 
manifestado, considera al menor de edad como sujeto pasivo de la 
intervención jurídica, objeto y no sujeto de Derecho.  
 
2.2.3. Origen de los derechos humanos de los niños, niñas y 
adolescentes 
El surgimiento de derechos de los niños, niñas y adolescentes a lo largo 
de la historia ha sido un proceso muy lento y progresivo, así la llamada 




durante el tiempo de modelos autoritarios de control de la infancia y se 
legitimizó en la disponibilidad estatal absoluta de sujetos vulnerables. 
Para García Méndez, la doctrina de la situación irregular es definida 
como la legitimación de una potencial acción judicial indiscriminada 
sobre aquellos niños y adolescentes en situación de dificultad. 
 
En el marco de esta doctrina la figura del juez radicaba en dirima 
imparcialmente conflictos mediante la sujeción estricta a la ley se 
equiparaba s buen padre de familia con amplísima discrecionalidad, 
gozando de poder absoluto respecto al tema tutelar que se confundía 
normalmente con el ámbito penal. Se tenía el enfoque de que “el menor 
en este estado, es aquel que ante las condiciones especiales que 
presenta, merece de parte del Estado una intervención terapéutica, 
educativa, o de colación. De este modo, se equiparaba el tratamiento y a 
la intervención del Estado en todos los casos y de la misma manera, por 
medio del Juez, quien debería decidir lo más conveniente al adolescente 
como todo buen padre de familia. 
 
Este modelo concebía a los niños y a los adolescentes como 
‘objetos de protección” a partir de una definición negativa de estos 
actores sociales Producida la crisis de la tesis de la situación irregular 
debido a la vulneración de derechos de los niños, niñas y adolescentes., 
surge un nuevo paradigma: la Doctrina de la Protección Integral, la que 
se caracteriza por reconocer al menor de edad como ser humano y 
sujeto de derechos, como lo explica el profesor chileno Miguel Cillero, 




como garantía y criterio ordenador de las políticas públicas referidas a la 
infancia. 
 
Esta tesis encuentra su máxima expresión normativa en la 
Convención sobre los Derechos humanos. Dicho instrumento 
internacional orienta a la mayoría de las nuevas legislaciones sobre la 
materia, proporcionado lineamientos normativos que se deberían aplicar 
en todos los Estado. Así entre los derechos reconocidos por la 
Convención, se encuentra el derecho que tiene todo niño/a o 
adolescente a expresar, se libremente en toda cuestión que le 
concierne, como a ser escuchado en todo proceso judicial o 
administrativo. 
 
Así, conforme a nuestra normativa vigente, en los procesos donde 
se discute la tenencia y custodia de menores, se hace necesaria la 
concurrencia del niño/a o adolescente a la audiencia única, puesto que 
el habérsele reconocido como sujeto activo de derechos, se le atribuye 
un amplio margen de actuación en el ejercicio de sus derechos 
fundamentales, especialmente al llegar a la adolescencia, pudiendo 
expresar sus opiniones las cuales merecen ser escuchadas. Por ello, si 
bien se puede decir que en dichos procesos es común que el niño/a o 
adolescente preste su declaración, quizá no nos hemos puesto a  
pensar qué tan importante también es reconocer que dicha diligencia no 
es una mera posibilidad del menor de ser escuchado ni depende de la 




adolescente esté en condiciones de formarse un juicio propio y de 
expresar su opinión libremente, en su derecho y debe ser respetado. . 
Si bien, hace algunos años atrás se consideraba que era perjudicial 
llevar a un niño a los tribunales y solo sucedía en raras ocasiones, hoy 
en día tanto la Convención como nuestra legislación, le otorga su 
derecho a ser escuchado, el cual puede ejercerlo con toda plenitud en 
los procesos judiciales o administrativos y dentro del marco de las 
instituciones vigentes. 
 
Dentro de este contexto, el derecho del niño a expresar su opinión 
y a ser escuchado, constituye uno de los derechos más importantes de 
todo niño/a o adolescente, no formando parte de la libertad del juzgador 
de disponer o no su actuación, sino más bien a partir del reconocimiento 
de su existencia proceder a su regulación, por lo que incluso el niño/a y 
adolescente puede renunciar a dicho derecho sin que por ello sea 
compelido por la fuerza a prestar declaración ante cualquier autoridad no 
pudiendo tomar ningún tipo de acción o medida ante su negativa. 
 
Bajo esta perspectiva, el derecho del niño/a y adolescente a ser 
escuchado tiene como objetivo que este/a la pueda desempeñar una 
actitud autónoma, y que su posición sea considerada de manera distinta 
a la de sus padres, lo cual significa que habrá necesariamente que 
darles una audiencia en cualquier proceso judicial o administrativo en 
que directamente esté implicado y que conduzca a una discusión que 
afecte a su esfera personal, familiar o social. Así lo sostienen Guzmán 




puede decirse que se ha convertido en un derecho procesal que no 
depende de que se haga valer subjetivamente por el menor o su 
representante, solicitando la audiencia, sino que debe integrar el marco 
objetivo de todo procedimiento en que esté un menor implicado.  
 
En suma, nuestro ordenamiento legal configura la audiencia del 
niño/a y adolescente, como trámite procesal obligatorio del que no se 
debe prescindir en ningún caso, por lo que debe ser decretada de oficio, 
sin que se exija una previa solicitud. De la mano de este derecho corre 
una pauta constitucional insoslayable, esto es, que en todas las medidas 
concernientes a los niños que tomen los jueces, se tendrá como 
consideración primordial la atención a su interés superior. 
 
2.2.4. ¿Los niños o adolescente están en condiciones de formarse 
un juicio propio? 
Siendo la familia el cauce adecuado para el desarrollo de los individuos 
que la conforman sobre la base del respeto a los derechos 
fundamentales de estos y principalmente de los niños/as y adolescentes, 
la misma también resulta ser el cauce adecuado para enseñarle a los 
menores que ellos gozan de derechos que tienen que ser respetados y a 
su vez enseñarles que tienen que respetar los derechos de los demás 
personas surgiendo de esta manera las reglas de respeto y convivencia 
social. Es así que los padres se tornan en los protagonistas al ser ellos 
los encargados de guiar el desarrollo infantil de sus hijos, prodigándole 
de los recursos suficientes para superar los obstáculos que se les 




cualidades necesarias para su progresivo crecimiento personal. Por lo 
que teniendo en cuenta que la realidad familiar y social es diferente 
entre un niño y otro, se debe diferenciar entre menores que tienen 
suficiente madurez de juicio y menores que no la tienen. 
 
Así, actos que pueda realizar un menor de corta edad no serán 
los mismos a los que pueda realizar uno que esté a punto de alcanzar la 
mayoría de edad puesto que el grado de desarrollo familiar, social e 
intelectual no serán iguales. Por ello existen dos posturas, la primera, 
fijar una edad más o menos flexible para determinar -caso por casi, si el 
menor materia del proceso ya ha alcanzado la madurez necesaria para 
ejercer su derecho a ser escuchado. En nuestro ordenamiento legal no 
se fija una edad legal mínima para determinar si un menor tiene “juicio 
propio" a efectos de ser entrevistado en las audiencias, sino por el 
contrario se opta por un criterio subjetivo coherente con la realidad, en la 
que cada menor lo alcanza con una edad distinta. 
 
Sin embargo, también este criterio sirve para que muchas 
personas no admitan la madurez del menor hasta edades muy elevadas 
por muy claros que sean los indicios que demuestra su capacidad 
natural. En consecuencia, no puede partirse de parámetros cronológicos 
y establecer una generalización, puesto que si se considera que un 
niño/a o adolescente puede distinguir entre el bien y el mal, esto es que 





2.2.5. Significación jurídica de menores infractores 
Sin embargo, casi de forma inmediata se pudieron apreciar las notables 
resistencias que la configuración de una justicia penal de menores 
atenta a las peculiaridades del colectivo sobre el que incidía y, sobre 
todo, a los objetivos reeducadores que en ningún otro sector del derecho 
penal están más al alcance de la mano, encontraba e importantes 
sectores sociales. La implantación de la justicia de menores no ha 
dejado de estar acompañada en todo momento de una intensa atención 
popular y mediática, denominada por los arraigados y periódicamente 
reiterados temores a una criminalidad juvenil desbocada, poco 
comprensiva con las pretensiones de desarrollar en este ámbito un 
notable, y con buen pronóstico, esfuerzo reeducador. 
 
Los grupos de víctimas y de afectados, nucleados en torno a 
casos graves aunque de muy escasa frecuencia, han desempeñado 
igualmente un papel relevante en la generación de un clima de 
desconfianza hacia uno de los intentos más serios de nuestra historia 
político - criminal de abordaje integral de un sector de criminalidad. La 
desafortunada consolidación entre la gran mayoría de nuestras fuerzas 
políticas de una actitud oportunista ante las demandas sociales relativas 
al control de la delincuencia, en la que se renuncia a cualquier intento de 
transmitir a la sociedad alternativas elaboradas. Técnicamente 
prometedoras de prevención de la delincuencia. 
En este contexto de progresiva desnaturalización de la apenas 




resulta especialmente necesario atender a una crónica carencia de la 
política criminal española, a saber, la ausencia de estudios y análisis 
que muestren cuál sea la realidad delincuencial sobre la que se aspira a 
incidir y cuáles sean las prestaciones que la nueva regulación está 
rindiendo o está en condiciones de rendir. Solo mediante esas 
aportaciones podremos eludir un debate que presumiblemente pretende 
convertir en regla lo que son sucesos aislados y que, lastrado por 
actitudes prejuiciosas, es incapaz de dar un margen de tiempo a la 
aplicación de la nueva ley para dar ocasión a apreciar sus efectos. 
 
La delincuencia de menores de edad en nuestro país es un 
fenómeno del que sí se cuenta con datos empíricos, aunque no se 
pueda afirmar que sean excesivamente numerosos. Para tener una 
visión completa de esta realidad, de sus características cualitativas, su 
significado y su función social, hay que completar la información 
anteriormente obtenida con la procedente del análisis del modo de 
control que lleva a cabo la sociedad sobre los menores que infringen las 
normas, a través del proceso formal establecido para su enjuiciamiento. 
Redituar y completar la perspectiva de este fenómeno delincuencial es 
una tarea y un reto que prácticamente no ha sido abordado entre 
nosotros. 
 
El procedimiento penal de menores es una materia que ha sido y 
es profusamente estudiada desde el ámbito teórico penal; sin embargo, 
la criminología le ha dedicado muy escasa atención, por lo que se 




conforma este procedimiento como un espacio procesal en el que se 
pone de manifiesto, no sólo su carácter punitivo, sino también su 
naturaleza educativa la cual le dota de una particularidad esencial frente 
al proceso penal de adultos. Esta finalidad educativa se ha dado por 
supuesta debido, principalmente, a que la mayoría de las sanciones 
previstas no comportan una privación de libertad; sin embargo no se ha 
comprobado empíricamente si lo pretendido por la ley llega a ser una 
realidad. Asimismo, son muy escasos los estudios que nos ofrecen las 
características personales y sociales de los menores que se ven 
encartados en este tipo de procedimientos, lo que lleva a la idea 
estereotipada, fomentada por los medios de comunicación, de que son 
adolescentes y jóvenes que cometen delitos graves y/o necesitan 
medidas de seguridad que contengan su peligrosidad. 
 
En el momento histórico actual, como en todos los anteriores, se 
tiene la sensación generalizada de que la juventud ‘va de mal en peor’, 
que ‘estas cosas antes no sucedían. La delincuencia protagonizada por 
menores de edad es vista hoy como resultado de los cambios sociales 
acaecidos, la falta de respeto a la autoridad de padre, educadores y 
demás agentes sociales y la citación a la violencia que surge de los 
programas televisivos. 
 
Aunque la relación entre delincuencia y juventud está firmemente 
arraigada en la mentalidad pública y en la tradición criminológica, habría 
que cuestionarse si dicha conexión está debidamente justificada. 




El acercamiento a la evolución histórica de la reacción social ante las 
infracciones cometidas por menores de edad en nuestro ámbito cultural 
nos proporciona una visión que ayudará a situar mejor el actual 
tratamiento de esta realidad. 
 
2.2.6. El tratamiento del menor de edad antes de la creación de los 
tribunales para menores 
Como en otras parcelas jurídicas, en el ámbito del Derecho Pena: la 
edad ha sido tradicionalmente un dato tenido en cuenta para procurar un 
tratamiento diferenciado al de los adultos. Como primera concreción. 
Hay que partir del hecho de que “una cosa es la edad penal y otra la 
delincuencia juvenil, la primera, concreta el marco temporal que delimita 
el amplio espacio que abarca la segunda. 
 
Durante muchos siglos, esta atención al menor de edad consistió 
en la reducción de aspectos meramente cuantitativos; los niños y 
jóvenes eran sometidos a los mismos procedimientos que los 
delincuentes adultos y la privación de libertad que sufría en los mismos 
establecimientos. Además dada la severidad que impregnaba las penas 
de aquellos sistemas, la atenuación efectiva de la sanción era muy 
relativa El tratamiento jurídico -penal diferenciado no se contemplaba en 
el Código de Hammurabi, la ley penal más antigua conocida, pero sí 
estaba presente en el Código del pueblo hebreo, el Talmud. El Derecho 
romano y la legislación visigótica recogían exenciones y atenuación de 
las sanciones para los considerados menores de edad. En la Edad 




galera, mutilaciones y vagabundos, aunque su duración era menor y su 
ejecución más atenuada que para los adultos. 
 
En la Edad Moderna y Contemporánea se consolidó el 
establecimiento de tres periodos de edad en relación con la 
responsabilidad penal, uno primero de irresponsabilidad absoluta (siete, 
nueve o diez años), el segundo que permitía la inimputabilidad si se 
probaba que el menor había actuado s n discernimiento (hasta los 
catorce, quince o dieciséis años) y, el tercero, de responsabilidad penal 
atenuada (hasta los dieciocho), que permitía la atenuación facultativa de 
la penal. Sólo a partir de mediados del siglo XIX, el acercamiento a este 
tema se hizo de una manera rigurosa y científica, pero esto no restó 
severidad ni dureza a la pena infringida, pues la diferencia con la que 
recibían los adultos era meramente cuantitativa. Estos primeros intentos 
ya buscaron dotar a los menores de un marco jurídico -penal y jurídico -
procesal adecuado, orientados a la prevención especial en su vertiente 
educativa y a la salvaguarda de sus derechos e intereses, 
respectivamente. 
 
En el siglo XIX hubo diversos proyectos de construcción de 
instituciones para jóvenes en forma de colonias agrícolas, como las 
existentes en Francia y Estados Unidos. La Sociedad Filantrópica para 
la mejora de las cárceles creó un departamento para jóvenes y 
promocionó la construcción de una casa con ese objetivo. La única 
institución oficial fue creada en Alcalá de Llenares en 1888, donde eran 




tribunales y que a inicios del siglo XX se transformó en Escuela de 
reforma y corrección creada para evitar el contacto entre jóvenes y 
adultos, con un régimen disciplinado., trabajo e instrucción. 
 
Su posterior evolución fue muy criticada por la falta de una 
clasificación adecuada atendiendo a la edad de los menores. El resto de 
las instituciones creadas durante esos años fueron producto de 
iniciativas privadas, de grupos filantrópicos de clase media y religiosos. 
A pesar de estos avances, en 1921 ingresaron en la Cárcel Modelo de 
Madrid 644 menores entre nueve y dieciséis años, la mayoría por 
arrestos gubernativos. 
 
2.2.7. La situación social de menores en América Latina 
Según el informe 2008 de CEPAL sobre el Panorama social de América 
Latina, el desempleo y la frustración de expectativas exacerban la 
violencia juvenil. La falta de empleo, la deserción educacional, la 
desigualdad de oportunidades, la agregación urbana y la falta de 
espacios de expresión, el racismo, la discriminación, son circunstancias 
que agravan la violencia en la juventud latinoamericana. En muchos 
países de América Latina se cometen crímenes violentos a edades cada 
vez más tempranas, y las víctimas por este efecto son cada vez más 
jóvenes. Para UNICEF, los adolescentes tienen entre 10 y 19 años, y los 
jóvenes, entre 15 y 24 años. En América Latina y el Caribe hay 106 
millones de jóvenes entre 15 y 24 años de edad, y los adolescentes son 




Según sus cifras, 39% de los jóvenes viven en la pobreza y 15 
millones de adolescentes en la pobreza extrema, con menos de un dólar 
al día. Un 32% de la población entre 12 y 24 años vive bajo riesgo de 
deserción escolar, maternidad adolescente, desempleo, adicción a 
drogas, prostitución y conductas transgresoras. Admiten que no obstante 
mejoras en indicadores sociales, la desigualdad social y económica se 
agudiza dejando fuera a miles de jóvenes.  
 
Seis millones de niños y adolescentes en la región sufres abusos 
graves, incluyendo abandono, todos los años. Cerca de 220 niños y 
adolescentes menores de 18 años mueren todos los días víctimas de la 
violencia doméstica lo que equivale a 80.000 niños por año. 
 
Muchos coinciden en que una de las consecuencias de la 
globalización y la agudización del modelo neoliberal es que ha producido 
un amplio y creciente sector excluido de la sociedad. Ya no se trataría 
de explotadores y de explotados sino de incluidos -excluidos, estos 
últimos sin cabida en el proyecto social y económico. En gran medida, 
encontramos como explicación de la violencia la ausencia de 
perspectivas en los jóvenes, sobre todo en los sectores pobres. La 
exclusión genera desesperanza, cancela las perspectivas de futuro y es 
el germen de los conflictos. 
 
Amplios sectores de la población observan el banquete al que no 
han sido invitados, y en cambio se les somete a mandatos imposibles de 




competitivo, exitoso. Antes la clave era sacrificarse a través del trabajo y 
del estudio para tener; ahora tener es ser y no es posible para una 
enorme franja de la sociedad. La compulsiva invitación de la publicidad a 
consumir es también una provocación a delinquir. 
 
James Gilliagan, sostenido por sus largos años de trabajo en las 
cárceles de los Estados Unidos, concluye que la violencia es causada 
por el deseo de disminuir el sentimiento de vergüenza y humillación y 
reemplazarlo por el sentimiento de orgullo, de honor y de estima 
personal que produce cometer actos violentos. Dice que las personas 
devienen violentas cuando se sienten insultadas, irrespetadas, 
insignificantes, y no tienen a su disposición otros recursos por los cuales 
mantener o restaurar el respeto y la estima propios como son los 
valores, la educación, los logros personales y profesionales.  
 
A su vez. Piera Aulagnier introduce la noción de “contrato 
narcisista para designar la investidura que hace el grupo humano del 
sujeto incluso antes de su nacimiento. Al llegar, ocupa el lugar que lo 
esperaba en el conjunto, el grupo que lo reconoce como propio y lo 
acepta para formar parte de una misma comunidad. 
 
Es a través de este contrato que el sujeto aprehende los valores e 
ideales, las nociones de lo permitido y de lo prohibido. Su participación 
en las distintas instituciones de la sociedad como la familia, la escuela, 




lugar en la sociedad, en la cultura que ella a su vez se compromete a 
sostener. 
 
Todos necesitamos ser parte de un proyecto de trascendencia, de 
un deseo; cuando la sociedad no cumple con darle un lugar al niño, con 
ofrecerle un vínculo cálido y seguro, la agresividad se convierte en 
violencia. 
 
"El Perú no les da la bienvenida a los recién nacidos”, se llama un 
artículo de Javier Iguiñiz en el que muestra, con cifras, que la tasa de 
mortalidad infantil de menores de un año en Cotabambas (Apurímac), 
Quispicanchis, Paruro y Canas (Cusco) Huancavelica, Acobamba y 
Angaraes (Huancavelica), Carabaya y Sandia (Puno), es similar a la tasa 
de los países que están entre los económicamente miserables del 
mundo, como Mali, Eritrea, Etiopía y Mauritania. Nosotros estamos bien; 
tanto, que hasta los chilenos nos envidian. Los otros están como los 
países más pobres entre los pobres. Estas cifras no pueden ser más 
ejemplificadotas de los diferentes lugares que incluso al nacer 
encontramos unos y otros. 
 
Los estudios demuestran que los jóvenes transgresores o 
delincuentes vivieron casi sin excepción abandonos y maltratos, en 
familias marcadas por la pobreza y la violencia, con padres ausentes o 
autoritarios, heridos también por la frustración y la rabia. ¿Con quién se 




abandono? ¿De quién aprenden los límites y as prohibiciones? ¿Quién 
trasmite la ley si no hay padre?. 
 
Cuando fallan estos primeros modelos de identificación, el joven 
tiene la oportunidad, en la adolescencia, de adscribir a otros patrones y 
buscar en la sociedad los ideales que le permitirían ubicarse el algún 
lugar; pero si la sociedad y la cultura también se los niegan, si no 
consigue ser comprendido en su búsqueda, si no logra ser querido y 
aceptado, en algún buscará por fuera de ellos. La violencia aparece 
entonces como una solución de compromiso, como un intento de 
dignificación, de negación de la frustración. Las bandas, las pandillas, 
son intentos de construir lazos, lugares donde ser alguien, donde ser 
reconocido y protegido. Ahí los jóvenes encuentran el amparo, la 
pertenencia y hasta la autoridad que sus padres y la sociedad con su 
institucionalidad formal les ha negado. 
 
La sociedad no solo no les da lugar sino que los estigmatiza y los 
persigue. Rebajar la edad de la responsabilidad penal y mandarlos a la 
cárcel no hace sino agravar el problema. No existen centros de reclusión 
que “rehabiliten” o “resocialicen”: son escuelas de del ito, de donde salen 
con más rabia y mayor potencial violento. Pero, además, hay de parte de 
los políticos y del periodismo sensacionalista una sobre estigmatización 
de la criminalidad de los jóvenes que tiene que ver con que la violencia 
vende y con que es conveniente porque así se justifican las políticas 
represivas que son más fáciles y más baratas que asumir que los 




ha abandonado. “Creemos que son otros pero son nuestros”, Regoletto 
abrazando a su hija, el paradigmático Edipo enloqueciendo de dolor, 
dicen, de alguna manera, lo mismo: “Y yo que creía matar a un ajeno 
total, a otro pleno y distante, yo que creía matar con justicia. En paz, 
acabé matando a la sangre de mi sangre” 
 
2.2.8. Derechos de los niños y adolescentes en convenios y 
tratados internacionales.  
 
2.2.8.1. Instrumentos internacionales vinculantes de protección de 
los niños 
Diversos estudios coinciden en señalar que en un contexto de 
emergencia producido por problemas sociales, políticos, ambientales, 
desastres naturales etc., los derechos de las personas se encuentran en 
nesgo de vulneración. Esta situación se agrava más aun en el caso de 
los niños, niñas y adolescentes. Tomando conciencia de ese riesgo, los 
organismos internacionales de protección de los derechos humanos han 
llamado la atención de los Estados para que, en dichos contextos, se 
preste especial atención a la niñez y adolescencia. 
 
La convención sobre los Derechos del Niño es el instrumento 
internacional más importante en materia de derechos de los niños, niñas 
y adolescentes pues establece un conjunto de derechos de la niñez y 
adolescencia y de obligaciones para los Estados en esta materia. En el 




sirven como antecedente: la Declaración de Ginebra de 1924 y la 
Declaración Universal de Derechos del Niño de 1959. 
 
La adopción de la Convención sobre los Derechos del Niño marcó 
el paso de la doctrina de la situación irregular a la doctrina de la 
protección integral del niño. Es decir, de un paradigma que colocaba a la 
niñez y adolescencia como objeto pasivo de la intervención estatal -
especialmente en el marco del sistema de justicia -sin derecho a 
expresar su opinión respecto a sus necesidades e intereses, a una 
doctrina que reconoce a los niños, niñas y adolescentes como sujetos 
plenos de derechos, donde su participación y el derecho a ser 
escuchados es fundamental en cualquier decisión estatal, y donde el 
Estado se convierte en promotor de políticas de bienestar para favorecer 
el ejercido de los derechos a los niños, niñas y adolescentes. 
 
Asimismo, la Convención plantea, una diferencia significativa 
entre el enfoque basado en las necesidades, el enfoque basado en fes 
derechos: mientras el primero concibe como un titular, de derechos. 
Además, el primer enfoque nos conlleva a la exigibilidad de 
responsabilidad por parte de los Estados, mientras que el segundo no 
existe obligación moral o legal de proteger o asistir a los niños y 
adolescentes por parte del Estado u otros organismos astatutarios. En 
cambio, bajo enfoque de derechos, la Convención sobre los Derechos 
del Niño no solo obliga a los Estados Parte a que cumplan con los 
derechos de los niños, niñas, y adolescentes. Sino que se alienta, a los 




facultades, ejerzan sus derechos por sí mismos y, adopta y está 
presente en la Convención es el enfoque de derecho. 
El Comité de los Derechos del Niño (CDN) es el órgano 
conformado por expertos independientes que supervisa la aplicación de 
la Convención por sus Estados Partes, entre los cuales se encuentra el 
Perú. Los Estados Parte deben presentar al Comité informes periódicos 
sobre la manera en que se ejercitan los derechos. Inicialmente, los 
Estados deben presentar un informe dos años después de su adhesión 
a la Convención y luego cada cinco años. El CDN examina cada informe 
y expresa sus preocupaciones y recomendaciones al Estado Parte en 
forma de “observaciones finales”. 
 
En el mismo sentido, el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos Sociales y Culturales tampoco contiene normas explícitas 
que aludan a la protección de la niñez en situaciones de desastres. No 
obstante, el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de 
las Naciones Unidas (Cdesc) - órgano encargado de velar por el 
cumplimiento del Pacto -se ha referido a la necesidad de priorizar la 
protección de los niños, niñas y adolescentes con relación a diversos 
derechos.  
 
2.2.8.2. El interés superior del niño como parámetro principal de 
análisis del marco normativo 
Históricamente, el reconocimiento de los derechos de los niños, niñas y 
adolescentes se ha dado a través de un proceso gradual.. En una 




solamente se protegían las facultades discrecionales de los padres. Los 
intereses de los niños, niñas y adolescentes se consideraban un asunto 
privado, que quedaba fuera de la regulación del Estado. A continuación 
y se empieza a reconocer que ellos pueden tener intereses 
jurídicamente protegidos diferentes a los de sus padres y madres. Así, 
se comienza a considerar el interés del niño como un interés que debe 
ser público, y en consecuencia, jurídicamente protegido. 
 
El interés superior del niño se define como la plena satisfacción 
integral de todos sus derechos en la medida de lo posible y la menor 
restricción de los mismos. Es el principio "rector guía” de la Convención 
sobre los Derechos del Niño. El contenido del principio son los propios 
derechos declarados en la Convención, de manera tal que todo “interés 
superior” se refiere estrictamente a lo “declarado derecho”, a su vez, 
solo lo que es considerado derecho puede ser “interés superior”. 
 
El principio del interés superior tiene sentido en la medida en que 
existen derechos y titulares (o sujetos de derecho) y que las autoridades 
se encuentran limitadas en su accionar por estos derechos. El principio 
le recuerda al juez o a la autoridad de turno que ella o él elaboran 
soluciones jurídicas en estricta sujeción a los derechos de los niños, 
niñas y adolescentes establecidos legalmente. Es decir, el interés 
superior del niño alcanza su plenitud cuando la declaración de los 
derechos guarda relación con las legislaciones nacionales, las mismas 




instituciones estatales tornan exigióles y efectivas estas normas 
nacionales.  
   
  La Convención ha elevado el interés superior del niño al carácter 
de norma fundamental que, además, se proyecta más allá del 
ordenamiento jurídico hacia las políticas públicas e, incluso, orienta el 
desarrollo de una sociedad. Así, entendemos que la protección de la 
niñez debe ser un enfoque transversal en cualquier política estatal y que 
el interés superior del niño debe ser el principio orientador de las 
políticas o grandes decisiones del Estado, así como de los instrumentos 
aspiracionales y operacionales que las implementan (planes nacionales, 
leyes, directivas, etcétera). 
 
Entre los instrumentos internacionales que se han seleccionado 
como relevantes en esta materia, el Marco de Acción de Dakar es el que 
establece una norma específica con relación a la educación en 
situaciones de desastre natural. Así, entre los objetivos en educación y 
diversos compromisos para cumplirlos, plantea: “Atender a las 
necesidades de los sistemas educativos afectados por conflictos, 
desastres naturales e inestabilidad y aplicar programas educativos de tal 
manera que fomenten el entendimiento mutuo, la paz y la tolerancia y 
contribuyan a prevenir la violencia y los conflictos”. 
 
Con respecto a ello, el Comité de redacción del Foro Mundial 
sobre la educación, en su documento “Comentario detallado del Marco 




para alcanzar una educación para todos, dado que los conflictos, la 
inestabilidad y los desastres naturales afectan a la educación y 
representan un serio obstáculo para alcanzar la Educación para Todos”.  
Por otra parte, el Comité de Derechos del Niño también se ha referido a 
que los valores que se enuncian en el primer párrafo del artículo 29° de 
la Convención sobre Derechos del Niño (propósitos de la educación) son 
pertinentes para los niños, niñas y adolescentes que viven en zonas de 
paz pero son aún más importantes para que los viven en situaciones de 
conflicto o de excepción.  
 
Por tal razón, las Normas Mínimas en Educación compelen a los 
Estados a actuar garantizando que: “Los gobiernos, a las comunidades y 
las organizaciones humanitarias tienen la responsabilidad de asegurar 
que todos los individuos tengan acceso a oportunidades de educación 
pertinentes y de calidad, que los ambientes de aprendizaje sean seguros 
y estimular tanto la protección como el bienestar mental, emocional y 
físico de los educandos”. 
 
2.2.8.2.1. Derecho a la salud 
El derecho al disfrute del más alto nivel posible de salud se encuentra 
consagrado de manera general en el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. Por su parte, la Convención sobre 
los Derechos del Niño consagra este derecho con ciertas precisiones 







1. Los Estados Partes reconocen el derecho del niño al disfrute del 
más alto nivel posible de salud y a servicios para el tratamiento de 
las enfermedades y la rehabilitación de la salud. Los Estados 
Partes se esforzarán por asegurar que ningún niño sea privado de 
su derecho al disfrute de esos servicios sanitarios. 
2. Los Estados Partes asegurarán la plena aplicación de este 
derecho y, en particular, adoptarán las medidas apropiadas para: 
a. Reducir la mortalidad infantil y en la niñez. 
b. Asegurar la prestación de la asistencia médica y la atención 
sanitaria que sean necesarias a todos los niños, haciendo 
hincapié en el desarrollo de la atención primaria de salud. 
c. Combatir las enfermedades y la malnutrición en el marco 
de la atención primaria de la salud mediante, entre otras 
cosas, la aplicación de la tecnología disponible y el 
suministro de alimentos nutritivos adecuados y agua 
potable salubre, teniendo en cuenta los peligros y riesgos 
de contaminación del medio ambiente. 
d. Asegurar atención sanitaria prenatal y postnatal apropiada 
a las madres. 
e. Asegurar que todos los sectores de la sociedad, y en 
particular los padres y los niños, conozcan los principios 
básicos de la salud y la nutrición de los niños, las ventajas 
de la lactancia materna, la higiene y el saneamiento 




tengan acceso a la educación pertinente y reciban apoyo 
en la aplicación de esos conocimientos. 
3. Desarrollar la atención sanitaria preventiva, la orientación a los 
padres y la educación y servicios en materia de planificación de la 
familia. 
 
Los Estados Partes adoptarán todas las medidas eficaces y 
apropiadas posibles para abolir las prácticas tradicionales que sean 
perjudiciales para la salud de los niños”. 
 
Al abordar los alcances del derecho a la salud para el caso 
particular de los niños, niñas y adolescentes, el Comité de Derechos 
Económicos, Sociales. Culturales -CDESC se refiere a este artículo de la 
Convención y lo tiene en cuenta en cada una de sus interpretaciones. 
Más aun, el CDESC establece que la consideración primordial en todos 
los programas y políticas con miras a garantizar el derecho a la salud del 
niño y el adolescente será el interés superior del niño y el adolescente”. 
 
2.2.8.2.2. Derecho a la alimentación 
Según el CDESC, el derecho a una alimentación adecuada se 
desprende del principio de dignidad de la persona y es de importancia 
fundamental para el disfrute de todos los derechos. No obstante, ello 
contrasta con la realidad que presenta que millones de personas de todo 





En virtud de lo consagrado en el artículo 11 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, el Cdesc 
define que “el derecho a la alimentación adecuada se ejerce cuando 
todo hombre, mujer, niño o niña, ya sea solo o en un común con otros, 
tiene acceso físico y económico, en todo momento, a la alimentación 
adecuada o a medios para obtenerla", enfatizando que el derecho a la 
alimentación adecuada no debe interpretarse en forma estrecha o 
restrictiva, asimilándolo a un conjunto de calorías, proteínas y otros 
elementos nutritivos concretos. 
 
Derecho a la participación y el derecho a ser escuchado 
 
El artículo 12° de la Convención sobre los Derechos del Niño estipula 
que: 
1. “Los Estados partes garantizarán al niño que esté en condiciones 
de formarse un juicio propio del derecho de expresar su opinión 
libremente en todos los asuntos que afectan al niño, teniéndose 
debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la 
edad y la madurez del niño. 
2. Con tal fin, se dará en particular al niño oportunidad de ser 
escuchado, en todo procedimiento judicial o administrativo que 
afecte al niño, ya sea directamente o por medio de un 
representante o de un órgano apropiado, en consonancia con las 
normas de procedimientos de la ley nacional”. 
Al respecto, el Comité recalca que el párrafo 2 del referido artículo 




afecten al niño, sin limitaciones y con inclusión de diversas aristas. Entre 
ellas, cuestiones de separación de los padres, custodia, cuidado y 
adopción, niños en conflictos con la ley, niños víctimas de violencia física 
o psicológica, abusos sexuales u otros delitos, atención de salud, 
seguridad social, niños no acompañados, niños solicitantes de asilo y 
refugiados y víctimas de conflictos armados y otras emergencias. Los 
procedimientos administrativos típicos serían, por ejemplo, decisiones 
sobre la educación, la salud, el entorno, las condiciones de vida o la 
protección del niño”. 
 
2.2.8.2.4. Las medico de protección y los derechos de la obligación 
de protección del Estado 
Las medidas de protección a los niños, niñas y adolescentes en el 
contexto de problemas sociales, económicos, políticos y desastres 
naturales deben ser planteadas en el marco de cada uno de sus 
derechos. Tales medidas de protección cobran especial importancia, por 
ejemplo, cuando se trata del derecho de los niños, niñas y adolescentes 
a estar libres de toda forma de violencia, así como en el caso de la niñez 
en primera infancia o los niños, niñas y adolescentes con algún tipo de 
discapacidad. A continuación, desarrollamos cada uno de estos 
derechos: 
 
1. El derecho de los niños, niñas y adolescentes a estar libres de 
toda forma de violencia 
El derecho de los niños, niñas y adolescentes a estar libres de toda 




como adoptar medidas legales, administrativas, sociales y 
educacionales adecuadas para proteger al niño, niña o adolescente de 
toda forma de violencia física o mental, injuria o abuso, negligencia, 
maltrato o explotación, incluyendo el abuso sexual. Según la Convención 
de los Derechos del Niño, tales medidas de protección deberían 
comprender procedimientos eficaces para el establecimiento de 
programas sociales para proporcionar la asistencia necesaria a el niño, 
niñas o adolescente y a quienes cuidan de estos, la aplicación de otras 
formas de prevención así como la identificación, notificación, remisión, 
investigación, tratamiento y seguimiento de los casos de maltrato infantil 
antes descritos, y, en su caso, la intervención judicial. 
 
Bajo estos parámetros, el Comité de los Derechos del Niño ha 
señalado que los sitios de guarda son lugares donde los niños y niñas 
pasan el tiempo bajo la supervisión de sus cuidadores permanentes 
principales (como los padres o vigilantes) o un cuidador cercano o 
temporal (como los profesores o líderes del grupo de jóvenes) por 
periodos cortos o largos, repetidos o por única vez. Pero, estos no son 
los únicos sitios de guarda. El Comité de los Derechos del Niño 
considera que hay un tercer tipo de sitio de guarda donde la protección, 
bienestar y desarrollo de los niños y niñas también deben ser 
garantizada, como son -entre otros -los campamentos o asentamiento 






2. Derecho del niño y la niña en la primera infancia 
El Comité de los Derechos del Niño dedica una observación general a 
los niños y niñas en la primera infancia, a fin de interpretar los alcances 
de los derechos reconocidos en la convención para este grupo 
particular, así como las medidas especiales de protección que requieren 
y, de conformidad con sus capacidades en evolución, al ejercicio 
progresivo de sus derechos. El mencionado comité define la primera 
infancia como un periodo esencial de la vida del niño o niña: desde el 
nacimiento y primer año de vida, pasando por el período preescolar y 
hasta la transición al periodo escolar. Así, se le reconoce a la primera 
infancia diversos derechos, como los consagrados en los artículos 9o, 
18°, 20° y 21° de la Convención mencionada. 
 
En el ejercicio de sus derechos, los niños y niñas pequeños tienen 
necesidades específicas de cuidados físicos, orientación y atención 
emocional. Además, requieren tiempo y espacios para el juego, la 
exploración y el aprendizaje sociales. Debido a que se encuentran en 
proceso de formación y desarrollo, los niños, niñas pequeños dependen 
de autoridades responsables que evalúan y representan sus derechos y 
su, interés superior en relación con decisiones y medidas que afecten a 
su bienestar, teniendo en cuenta sus opiniones y capacidades en 
desarrollo al hacerlo. 
Además, el comité de los Derechos del Niño señala que hay niños 
pequeños con necesidades especiales de protección, como aquellos que 




peligro cuando los niños son huérfanos, están abandonados, se les ha 
privado de atención familiar o sufren separaciones o largas 
interrupciones en sus relaciones, debido, por ejemplo, a desastres 
naturales u otras situaciones de emergencia. 
 
Con tal propósito el comité de los Derechos del Niño alienta a los 
Estados Partes a invertir en formas de atención alternativa y a apoyar 
esas otras formas de atención a fin de garantizar la seguridad, la 
continuidad de la atención y el afecto, y ofrecer a los niños y niñas 
pequeños la oportunidad de establecer relaciones a largo plazo basadas 
en el respeto y la confianza mutua. Por ejemplo, mediante la acogida, la 
adopción y el apoyo a miembros de familia ampliadas. De acuerdo a lo 
señalado por el comité corresponde al Estado prever la respuesta y los 
mecanismos de protección pertinentes en situaciones post desastre y 
emergencia, en la que muchos niños, niñas y adolescentes pueden 
quedar sin familia y sin hogar, a fin de que sus derechos fundamentales 
sean resguardados.  
 
2.2.9. El tratamiento jurídico y jurisdiccional a menores infractores 
2.2.9.1. El proceso penal de menores en el Perú 
En el Perú el Código de los Niños y Adolescentes (CNA) aprobado 
mediante-Ley N° 27337, promulgado del 21 de julio de 2000 y publicado 
el 07 de agosto del mismo año, es la normatividad que regula a través 
de un Proceso Único los casos de infracción penal de Menores. Puesto 




aplicación general, por lo que dicho Código se aplica a todos los niños y 
adolescentes del territorio peruano. Sin ninguna distinción. 
 
El Derecho Penal de Menores es el conjunto de normas y 
principios jurídicos que ante la comisión de un delito por un menor, prevé 
y regula la aplicación de distintas formas de reacciones típicas: 
educativas, reeducativas, terapéuticas, correccionales o punitivas, todas 
pedagógicamente orientadas a la reinserción social del mismo. Debido a 
su importancia, es justamente en torno al tratamiento legal del proceso 
de menores en el Perú que desarrollaremos el presente trabajo. La 
minoría de edad penal constituye una causa de exclusión de la 
responsabilidad criminal, reconocida de modo constante en la legislación 
penal, a partir del proceso histórico de la codificación comparada, 
perceptible en el marco de las legislaciones punitivas europeas 
desarrollando a lo largo del siglo XIX hasta la actualidad. 
 
Existiendo posiciones encontradas respecto a la determinación de 
la minoría de edad, puesto que, a partir de la edad en que se aplicará la 
sanción penal como consecuencia de la responsabilidad del menor, 
derivada de una presunción de falta de madurez psíquica o mental que 
le impide tomar conciencia plena de su voluntad y de sus actos. 
Situación que en el caso peruano queda delimitado en el artículo I del 
Título Preliminar del CNA. Se define como niño a todo ser humano 
desde su concepción hasta cumplir los doce años de edad y 
adolescentes desde los doce hasta cumplir los dieciocho años de edad; 




existiera duda acerca de la edad de una persona, se le considerará niño 
o adolescentes mientras no se pruebe lo contrario. 
 
El primer artículo del Código determina dos categorías; niño 
desde la concepción, obviamente a condición de que nazca vivo y se 
considera la niñez hasta culminar la etapa de pubertad, es decir, entre, 
el tránsito de la adolescencia que se da entre los 11 y 12 años. A partir 
de los 13 años se entiende que se inicia la adolescencia y se prolonga 
hasta los 18 años, siendo en ambos casos sujetos de protección 
especial. Esto en razón de que el niño y el adolescente son sujetos de 
derechos, libertades y protección específica (art. II del T.P. del CNA), es 
así que en caso de infracción a la ley penal, el niño será sujeto de 
medidas de protección y el adolescente de medidas socioeconómicas; 
situación que se estipula a nivel de principio en el art. IV del T.P, del 
CNA. 
 
A diferencia de España, como señala Martín Ostros, en cada 
provincia y sede en su capital, existe uno a más Juzgadores de 
Menores, los cuales conocen de los hechos cometidos por menores, 
desde los 14 a los 18 años de edad, y que se encuentran tipificados 
como delitos o faltas en el Código Penal o Leyes penales especiales e 
incluso se plantea la posibilidad de extender la competencia en 
determinadas supuestos hasta los 21 años, según Ley Orgánica 5/2000 





Existe un año de diferencia en el tratamiento de los menores 
infractores a partir de los 13 años de edad en nuestro país frente a los 
14 años en España. En el Perú es inimputable del menor de edad por 
encontrarse exento de responsabilidad penal; y pesa a existir los 
Juzgados de Familia se ha establecido que los mayores de 18 años y 
menores de 21 años son procesados en la justicia penal ordinaria, y solo 
dicha edad es considerado como atenuante de la responsabilidad 
penal por capacidad restringida al igual que los adultos mayores a partir 
de los 65 años de edad, por los que se les reduce la pena, esto de 
conformidad al artículo 22 del Código Penal. Entonces, siguiendo la 
definición legal prevista en el art. 183 del Código de los Niños y 
Adolescentes, consideramos como adolescente infractor de la Ley penal 
a aquella persona mayor de 12 años y menor de 18, cuya 
responsabilidad ha sido determinada como autor o participe de un hecho 
punible tipificado como delito o falta en la ley penal, siendo pasible de 
medidas socioeducativas. Diferenciándolo del niño infractor, que es el 
menor de doce años que infringe la ley penal, por lo que será pasible de 
medidas de protección previstas en el mismo Código. 
 
El problema deviene del incremento de la delincuencia juvenil, 
que trae consigo respuestas legislativas como el pandillaje pernicioso o 
terrorismo, pretendiendo combatir el accionar delictivo a partir de la 
agravación de las penas y la disminución de la minoría de edad a 
efectos de ampliar la responsabilidad penal a temprana edad, sin 




tales como la falta de la personalidad que es producto de un pésimo 
sistema socioeducativo formal (escuelas y colegios) y no formal (casa 
familiar y barrio o comunidad), falta de oportunidades determinadas por 
carencias económicas y alternativas laborales, entre otros problemas 
políticos y culturales. Aunque algunos consideren que “Esta 
normativización fue dada por razones de política prevista; su finalidad es 
la de proteger los valores fundamentales como son los derechos de la 
persona y el resguardo y protección de los derechos del niño y 
adolescente”. 
 
Consideramos que las respuestas no pueden ser únicamente 
represivas, sino que el Estado a través de sus órganos y autoridades 
competentes, así como la sociedad en su conjunto, tienen que 
efectivizar las normas de prevención y protección mediante el 
cumplimiento de las medidas socio educativas, e incluso de corrección 
que se deben aplicar al menor que se encuentra en una situación 
irregular al infringir la legislación penal a efectos de que realmente se 
logre auxiliar corrigiendo, reeducando y reinsertando al menor a la 
sociedad para contribuir efectivamente con su bienestar, progreso y 
desarrollo. 
 
Contexto en el que debemos precisar el desenvolvimiento y los 
alcances del derecho procesal de menores infractores, obviamente que 
ello implica tomar posición y asumir criterios claros sobre la naturaleza 
así como el contenido del proceso único. Centrándose en la norma 




caso específico de los niños y adolescentes que se encuentran en una 
situación irregular como infractores de la ley penal. De allí como plantea 
Chunga Lamonja, la teoría del Derecho Procesal de Menores es original 
y propia a la teoría del Derecho Procesal de Menores es original y propia 
a la teoría general, por lo que debemos de analizar los contenidos de 
este derecho, principios, su operatividad, entre otros temas vinculados a 
las garantías de un debido proceso. 
 
2.2.9.2. Asuntos en debate sobre los menores 
El debate sobre las modificaciones al Código de los Niños y 
Adolescentes propiciado por los representantes que integran la 
Comisión Especial Revisora de dicho cuerpo legal, viene recibiendo el 
aporte de los sectores académicos, profesionales, representativos de la 
sociedad organizada, así como de los propios niños, niñas y 
adolescentes, a través de las diversas entidades que los agrupan y que 
han hecho llegar su voz y su opinión, procurando todos en forma 
coherente el adecuar la normatividad interna a los estándares 
establecidos en los diversos pactos internacionales de los que el Perú es 
Estado parte, y que integran el corpus iuris internacional que consagra 
derechos específicos a favor de este grupo humano vulnerable, 
relevándose así el cumplimiento de los compromisos de los países 
suscriptores de la Convención sobre los Derechos del Niño, 
comprometidos igualmente con el ogro de los Objetivos del Milenio 
recientemente sometidos a debate en la última Asamblea General de la 





Atención especial merece en este debate, la adecuación al futuro 
texto normativo de las nuevas pautas procesales introducidas por el 
Código Procesal Penal peruano que se encuentra ya vigente en 16 de 
los distritos Judiciales del país, tanto respecto a la denuncia, como para 
el procesamiento y sanción de adolescentes en conflicto con la ley 
penal, pues si bien los operadores del sistema de justicia nos hallamos 
inmersos en este cambio de mentalidad, orientación y principios gracias 
al nuevo sistema acusatorio garantista, sin embargo, no podemos 
soslayar el hecho que de manera imprevista, se ha ralentizado su 
implementación en los restantes 13 Distritos Judiciales pretexto de un 
incremento en la inseguridad ciudadana, y por ello debemos estar 
atentos a la reforma que debe reflejar el nuevo Código de los Niños y 
Adolescentes, no sólo por los avances legislativos que conllevará, sino 
frente a aquellas voces que periódicamente quieren aplicar mano dura 
respecto a nuestros adolescentes en conflicto con la ley penal. 
 
En nuevo modelo ha otorgado al Ministerio Público un rol 
diferenciado y trascendente -que esperamos sea igualmente 
especificado en el nuevo texto legal respecto al Fiscal de Familia -pues 
este funcionario, al ostentar la titularidad de la acción penal, debe 
procurar la atención del caso concreto con una óptica garantista, sin 
perder de vista que se encuentra frente a problemas de seres humanos 
aún en proceso de formación, con múltiples carencias en cuanto a 
oportunidades de desarrollo, a patrones de referencia familiar, así como 




hogares, integrar o formar parte de un grupo buscando aceptación, así 
como una opción diferente a sobrevivencia que no sea la experiencia en 
calle. 
 
La tendencia entonces que seguramente procurarán los revisores 
integrantes de la Comisión, debe ser hacia el punto de equilibrio que 
señala el profesor Rodríguez Hurtado, entre la eficacia al servicio de 
seguridad y los reclamos de paz y tranquilidad de la sociedad y de las 
víctimas frente al delito, así como el respecto a los derechos 
fundamentales del imputado”, personaje este último que en nuestro 
Sistema Penal Juvenil es el adolescente procesado, titular no sólo de los 
derechos fundamentales de los cuales goza toda ser humano, sino que 
además debe tener un reconocimiento específico y especial atención en 
función a su nivel de desarrollo inacabado, y a su inmadurez emocional 
que lo hace en muchos casos altamente influenciadle o manipulable. 
 
Estos cambios legales no sólo son de interés de los operadores 
del sistema de justicia, sino que deben interesar a la sociedad en su 
conjunto, sobrepasando lo que el doctor Roberto Lerner denuncia como 
la “indiferencia hacia las necesidades afectivas de los chicos, de una 
interferencia con las posibilidades que estos tienen de satisfacerlas, o de 
una distorsión de los patrones normales de conducta con los que 
debemos servir de modelos a la generación qué nos sigue”, hacia la 
búsqueda de respuestas o esas necesidades y/o carencias, para 
brindarles ese servicio que como modelos debiéramos proyectar los 




participación y a ser oídos en este debate que no les resulta ajeno, pues 
se trata de una modificación legislativa que les atañe de manera directa, 
ya que se resolverá sobre pautas legales para su vida, atención, libertad, 
así como su perspectivas de desarrollo. 
 
2.2.9.3. Modificaciones necesarias 
La reforma procesal penal peruana, identificada con el modelo 
adversarial - acusatorio-garantista, debe ser replicada en el Nuevo 
Código del Niño y del Adolescente (en adelante CNA), en temas 
medulares como son: el traslado del rol de la investigación al Fiscal 
Provincial Especializado de Familia, como titular de la pretensión 
punitiva. Asimismo, para incidir igualmente en la trascendencia del 
contradictorio, pues durante el juicio corresponde a las partes la 
actuación probatoria (Ministerio Público, imputado y su defensor). Así, el 
Juez de Familia durante la investigación será el garante de los derechos 
fundamentales y, durante el Juicio, tendrá a su cargo el análisis 
imparcial de la actividad probatoria de las partes, de tal forma que- 
pueda arribar a un certero pronunciamiento final. 
 
Por ello, las competencias determinadas en el actual artículo 144° 
del CNA para el Fiscal de Familia, deben ser ampliadas a aquellas que 
consagra el NCPP en el numeral 61 respecto del Fiscal en lo Penal, para 
que sea aquel el conductor de la investigación al adolescente, que 
intervenga de modo permanente en todo el desarrollo de proceso, y que 
con motivo de su actuación abra el expediente necesario para 




Esta nueva pauta de actuación fiscal conlleva igualmente otro 
aporte del nuevo Sistema Procesal Penal que consideramos debe ser 
igualmente recogido en el nuevo texto normativo del CNA, pues, a decir 
del profesor Mauricio Duce, brindará efectos colaterales positivos por 
tratarse de una nueva tarea de atención específica para este 
representante, quien logrará "producir mejoras relevantes en materia de 
prevención si éste logra niveles de coordinación más finos con las 
agencias estatales a cargo de los programas de prevención”. 
 
Al respecto, las Directrices de Naciones Unidas para la 
Prevención de la Delincuencia Juvenil (Directrices de Riad), enfatizan en 
sus principios fundamentales, la necesidad de estrategias nacionales 
para prevenir la delincuencia juvenil: “si los jóvenes se dedican a 
actividades licitas y socialmente útiles, se orientan hacia la sociedad y 
enfocan la vida con criterio humanista, pueden desarrollar actitudes no 
criminógenas. Es por ello que este cambio legislativo traducido en el 
nuevo CNA resulta auspicioso para las tareas que a corto y mediano 
plazo debemos realizar para reforzar la labor preventiva en el país, 
respecto a nuestros adolescentes. 
 
A contracorriente entonces de las voces desinformadas e incluso 
vanamente alarmistas, que señalan como única solución para remediar 
el incremento de los estragos de la criminalidad en nuestros 
adolescentes el reducir la edad mínima para su procesamiento, e 
igualmente y en paralelo, hacer más drásticas o prolongar la duración de 




opción técnica, producto de una construcción que se adecúa a un 
verdadero Estado de Derecho y que por ello resaltamos como un 
importante aporte a recoger en el futuro CNA. 
 
Frente a aquella propuesta que preconiza la drasticidad sin 
acompañar estudios de fundamentación, más allá de cifras estadísticas 
sin procesamiento esclarecedor, tenemos por el contrario la experiencia 
de la política de mano dura y luego súper dura respecto de las maras en 
países centroamericanos, como ejemplo palpable de los nefastos 
efectos en los /las adolescentes y en las bases sociales mismas. 
Aceptarlas es admitir un recorte injustificable en las perspectivas de 
desarrollo, de tratamiento o de rehabilitación, hacia ese número mayor 
de adolescentes a quienes se pretende procesar mediante la ampliación 
del espectro de actuación del sistema, en edades más tiernas. No existe 
un cálculo económico ni estudio social sobre el impacto esperado 
respecto de aquellos que formulan- esta propuesta, de eventuales 
costos o demandas de inversión en políticas sociales, en un país que 
aún lucha contra la pobreza y la exclusión, ni han explicado cómo 
pretender financiar el número de servicios que deberían multiplicar para 
la atención en Sistemas de Medio Abierto o Cerrado a ese mayor 
número de adolescentes bajo atención. Son voces que se alzan hacia 
los medios de prensa, cada vez que sucede un hecho criminal que 
involucra a un adolescente, sin ahondar en los orígenes del problema un 





Todo lo contrario, desde la postura de quienes integramos 
sociedades que preconizan los avances en derechos humanos a nivel 
universal e interamericanos, y que han involucrado los derechos 
específicos de sectores vulnerables como el que conforma muestras/ os 
adolescentes, su progresividad es una característica congénita, que nos 
permite poner el acento en las políticas preventivas, cuyo éxito depende 
también de la eficiencia y la eficacia del trabajo articulado, intersectorial 
e interdisciplinario, es decir, no sólo de los operadores del sistema del 
justicia, sino de ellos con los otros sectores que también tienen como 
tarea el procurar mejores condiciones de vida para las/ los adolescentes 
en nuestro país en un trabajo en sinergias. 
 
Nos aplicamos: la actividad investigativa que deberá desarrollar 
ahora el Fiscal Provincial del Familia, permitirá que en su accionar diario 
evalúe a través de los mecanismos de coordinación con organismos 
gubernamentales y no gubernamentales, aquellos casos en los cuales, 
por la naturaleza del hecho, las circunstancias de su producción y 
consecuencias del acto atribuido a un/ a adolescentes, no ameriten ser 
denunciados y pueden ser derivados a otros sistemas de atención 
preventivo o rehabilitación sin que sean judicializados. Tal como señala 
el profesor Martín Castro, al referirse a la aceptación generalizada de la 
teoría o concepción preventiva del Derecho Penal, en sus diversas 
opciones, no existe una obligación de promover acción penal para los 
casos de criminalidad leve o incluso para supuestos de criminalidad 




de pena, o de la posibilidad de incorporar mecanismos despenalizadores 
sustentados en la idea de reparación - base material -y del consenso -
base procesal”. 
 
Es por ello aplicable también a nuestro adolescentes el principio 
de oportunidad reglado que, pensamos, debe recogerse en el nuevo 
CNA para aquellos supuestos de falta de necesidad de la sanción o de 
merecimiento de una medida socio educativo, respecto a los cuales no 
debe resultar ajeno el accionar diario del Fiscal Especializado de 
Familia, ya que puede impulsar el trabajo en los Programas públicos o 
privados de rehabilitación para adolescentes, en paralelo con las 
opciones de resarcimiento a las víctimas, que como sabemos en casos 
contra el patrimonio, o de lesiones leves y otros donde no exista un daño 
de gravedad, puede alcanzarse un consenso. Con ello podremos 
además construir responsabilidades en estos jóvenes, o en palabras de 
Norberto Liwski, construir ciudadanía en nuestros adolescentes que es 
el “conjunto de prácticas jurídicas, sociales y culturales que está 
poniendo en evidencia la participación juvenil dentro de los procesos 
comunitarios en el interior de la sociedad y por consecuencia de 
estrecha relación con las instituciones ya sea públicas, de la sociedad 
civil o religiosas”. Esta tarea se puede realizar dentro del ámbito de la 
propia comunidad y con la intervención del Fiscal de Familia, para que 
personas e instituciones públicas o privadas procuren alternativas tanto 
de terapia, motivación, orientación y rehabilitación, que los excluyan de 




desarrollándose el modelo de Justicia Restaurativa, que de manera 
restringida se ha venido aplicando sólo en dos distritos del país hasta la 
fecha. 
 
No pretendemos que esta tarea preventiva sea sólo desarrollada 
por el Fiscal de Familia, ya que todos los operadores del sistema de 
justicia penal juvenil intervenidos y debemos seguir trabajando en ella, 
sino que reconocemos, como ya ha sido expresado, respecto a la labor 
del Fiscal en lo Penal, que esta tarea  
 
2.2.9.4. Nuestra posición frente al problema materia de 
investigación 
Nuestra posición es que estos tres puntos puedan ser tomados en 
consideración por los integrantes de la Comisión Revisora y que el 
debate se siga ampliando, recoger la tendencia renovadora del sistema 
acusatoria - garantista que introduce el NCPP, también a favor de las los 
adolescentes que enfrentan un conflicto con la ley penal. Asimismo. 
 
 Que se destaque el rol del Fiscal Especializado de Familia en la 
investigación y desarrollo del proceso, así como en el contradictorio a 
cargo de las partes procesales, y que ese tercero ajeno al Juez 
sostenga la acusación, y que el adolescente y su defensor puedan 
controvertir sus fundamentos, en condiciones de igualdad. 
 Que se defina el rol preventivo del Fiscal de Familia a favor de los 
adolescentes, así como de exclusión o apartamiento respecto de una 




posible, para que sean integrados a Programas de apoyo y 
orientación, tanto públicos como privados, que eviten en ellos, dada 
su particular condición de vulnerabilidad -al encontrarse aún en etapa 
de desarrollo o por inmadurez las consecuencias o huellas de una 
denuncia fiscal o proceso judicial. 
 Que podamos lograr mediante esa eficiencia y eficacia en las tareas 
preventivas del Fiscal, la legitimación social del nuevo sistema, para 
que sean acallados finalmente las voces alarmistas de quienes 
postulan periódicamente la reducción de edades mínimas para el 
procesamiento de adolescentes, y una mayor drasticidad en las 
medidas - socioeducativas, como la solución o la delincuencia, 
estimando la solución por las consecuencias sin ahondar las causas 
del problema. 
 Que la modificación legislativa enfatice el trabajo articulado 
intersectorial e interdisciplinario hacia los adolescentes en conflicto 
con la ley penal, como una alternativa no sólo para su rehabilitación o 
tratamiento, sino también para la prevención y su apartamiento, 
respecto a las posibles denuncias o procesos en aquellos casos de 
mínima o de mediana gravedad, para que el sistema logre un real 
efecto preventivo. 
 
2.2.9.5. Nuestra posición frente al internamiento preventivo 
La situación actual de la cuestión se configura de la siguiente manera: El 
representante del Ministerio Público, atendiendo a sus atribuciones 




a la ley penal y una vez realizadas las diligencias necesarias para el 
esclarecimiento preliminar de los hechos, tiene la facultad de archivar la 
investigación, disponer la remisión del proceso (principio de oportunidad 
en el caso de adultos) o formular denuncia ante el juez de familia de 
turno (juez penal de turno en el caso de adultos). Si opta por la última 
medida, es decir, si formula denuncia, simplemente presentará el 
documento solicitando que se expida la resolución judicial que declara 
promovida la acción penal (auto apertorio de instrucción en el caso de 
adultos), supuesto en el cual el juez de familia tiene la opción de 
entregar al menor a sus padres o responsables, o disponer su 
internamiento preventivo (prisión preventiva en el caso de adultos) en un 
centro juvenil. 
 
Así, una vez realizada la petición, el juez por el mérito de lo 
proporcionado a nivel documentado y atendiendo sus propios criterios, 
declarará promovida la acción penal y dispondrá si el adolescente es o 
no objeto de internamiento preventivo. Todo esto ocurre sobre la base 
del principio inaudita alerta parte. 
 
Quiere decir que el juez no se dio la oportunidad de ver el rostro 
del presunto infractor a la ley penal, a quien nunca escuchó, de quien 
desconoce si estudia o si cuenta con familia, quien no ejerció su derecho 
a la defensa antes que se decida por su internamiento preventivo. Al día 
siguiente, este menor, cuyo rostro ni voz pudieron ser percibidos por el 





En el modelo procesal inherente al nuevo Código Procesal Penal, 
“la posibilidad de acordar la prisión provisional se encuentra regida por el 
principio acusatorio, de manera que el juez no puede adoptar de oficio 
dicha decisión, sino que es preciso que exista una petición de parte en 
tal sentido. Asimismo, es necesario que previamente se celebre una 
audiencia en la que sean oídos el Ministerio Público y las demás 
partes”24. Es decir, en el caso de adultos, nunca más, como debió ser 
siempre, se emitirá una medida de prisión preventiva sin que 
previamente las partes, bajo los principios de contradicción, inmediación 
y oralidad, debatan la procedencia o no de dicha disposición judicial. 
 
Como se puede verificar, nada se dijo en la Ley N° 30076 sobre 
adolescentes. A la fecha, el procedimiento planteado en el estado de la 
cuestión es exactamente el mismo, es decir, un juez puede disponer el 
internamiento preventivo de un adolescente sin siquiera haber visto su 
rostro, sin haberlo oído y sin que este haya podido defenderse en una 
audiencia bajo los principios de contradicción y oralidad. Esto es 
inconstitucional. 
 
El artículo III del Título Preliminar del Código de los Niños y 
Adolescentes establece que, para la interpretación y aplicación del 
referido Código, “se deberá considerar la igualdad de oportunidades y la 
no discriminación a que tiene derecho todo niño y adolescente sin 
distinción de sexo”. Quiere decir que, en todo procedimiento en el que 
esté involucrado un niño o adolescente, se trate este en una adopción, 




infracción a la ley penal, ha de evitarse la discriminación negativa y 
procurar, en el marco constitucionalmente permitido, una discriminación 
de naturaleza positiva, siempre que no conduzca a un resultado injusto, 
irrazonable o arbitrario. 
 
Consideramos que, al no implementarse la audiencia de 
internamiento preventivo en el caso de menores, en comparación con la 
existencia para adultos, se estaría ante una discriminación negativa por 
razón de la edad. Recordemos que se entiende por discriminación a 
toda distinción, exclusión que se basen en determinados motivos, como 
la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión la opinión política o de otra 
índole, el origen nacional o social, la posición económica, el nacimiento 
o cualquier otra condición social, y que tengan por objeto o por resultado 
anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones 
de igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales de 
todas las personas. El habilitar audiencias de prisión preventiva para 
adultos, en todos los casos y a nivel nacional, y a la par mantener el 
internamiento preventivo de menores sin audiencia, constituye un trato 
evidentemente discriminatorio. 
 
La proscripción de la discriminación negativa y el aliento de la 
discriminación positiva, sobre la base de una correcta interpretación 
constitucional, la encontramos en el artículo Vil del Título Preliminar del 
Código de Niños y Adolescentes que establece que en la interpretación 
y aplicación del referido Código, "se tendrá en cuenta los principios y las 




los Derechos del Niño y los demás convenios Internacionales de los que 
el Perú es Parte"; precisando además que, "las normas del Código Civil, 
Código Penal, Código Procesal Civil, Código Procesal Penal se aplican 
cuando corresponda en forma supletoria". 
 
Esto quiere decir que, atendiendo a lo dispuesto por el artículo 4° 
de la Constitución Política del Estado, bajo el entendido que la 
comunidad y el Estado protegen especialmente al niño y al adolescente, 
se debe procurar salvaguardar el interés superior del niño y aplicar toda 
cuanta disposición procesal le sea favorablemente aplicable. Este 
razonamiento es coherente si se tiene en cuanta el artículo IX del Título 
Preliminar del Código de Niños y Adolescentes que establece que: en 
toda medida concerniente al niño y adolescente que adopte el Estado a 
través de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, del Ministerio 
Público, los Gobiernos Regionales, Gobiernos Locales y sus demás 
instituciones. Así como la acción de la sociedad, se considerará el 
principio del interés superior del niño y del adolescente y el respeto de 
sus derechos". 
 
En el amplio catálogo de derechos de los niños no es posible 
seguir sosteniendo una noción vaga del interés superior del niño. En las 
legislaciones pre-Convención, y lamentablemente en algunas que siendo 
post Convención no han asumido plenamente el enfoque de los 
derechos. La interpretación del contenido del interés superior quedaba 
entregada a la autoridad administrativa en el plano de las políticas y 




la infancia. Desde la vigencia de la Convención, en cambio, el interés 
superior del niño deja de ser un objeto social deseable - realizado por 
una autoridad progresista o benevolente -y pasa a ser un principio 
jurídico garantista que obliga a la autoridad. Ya no es vaga interpretación 
del interés superior del niño sino, en términos de nuestro Tribunal 
Constitucional, la plena satisfacción de sus derechos. El contenido del 
principio son los propios derechos; interés y derechos, en este caso, se 
identifican. Todo interés superior pasa a estar mediado por referirse 
estrictamente a lo declarado derecho; por su parte, solo lo que es 
considerado derecho puede ser Interés Superior. 
 
Entonces, si decimos que solo aquello que es reconocido como 
derecho puede ser considerado interés superior del niño, podríamos 
plantear erróneamente que, atendiendo a que el Código de los Niños y 
Adolescentes no regula la audiencia previa a la disposición de 
internamiento preventivo, al no convocar a una audiencia, no se 
afectaría ningún derecho del adolescente. Ello sería una interpretación 
equivocada pues, como.se puede ver del artículo VIII del Título 
Preliminar del Código de los Niños y Adolescentes y a la luz de la 
doctrina de la protección integral, “es deber del Estado, la familia, las 
instituciones públicas y privadas y las organizaciones de base, promover 
la correcta aplicación de los principios, derechos y normas establecidas 
en la Convención sobre los Derechos del Niño. 
 
Coherente con la doctrina de la “protección integrar, el Tribunal 




juvenil se basa en que el adolescente no solo es sujeto de derechos sino 
también de obligaciones ante la sociedad. Sin embargo, esto debe 
obedecer a determinados parámetros respetuosos del interés superior 
del niño y de los principios rectores de Derechos Humanos, incluyendo, 
entre otros. El respeto a la opinión del niño, quien tiene derecho a 
participar y a emitir su, opinión en todos sus asuntos que le 
correspondan o tengan algún efecto sobre su vida. Esto es coherente 
con el artículo X del Título Preliminar del Código de los Niños y 
Adolescentes que establece que el Estado garantiza un sistema de 
administración de justicia especializada para los niños y adolescentes, y 
que en los casos sujetos a resolución judicial o administrativa en los que 
estén involucrados niños o adolescentes serán tratados como problemas 
humanos. 
 
Siendo esto así, al reconocerles una ciudadanía especial y no 
desprovista de protección dada su condición biopsicosocial, conforme lo 
ha precisado la Corte Interamericana de Derechos Humanos, "en los 
procedimientos judiciales o administrativos en que se resuelven 
derechos de los niños se deben observar los principios y las normas del 
debido proceso legal. Esto abarca las reglas correspondientes a juez 
natural -componente, independiente e imparcial - doble instancia, 
presunción de inocencia, contradicción y audiencia y defensa, 
atendiendo las particularidades que se derivan de la situación específica 
en que se encuentran los niños y que se proyectan razonablemente, 




procedimientos y las medidas de protección que sea indispensable 
adoptar en el desarrollo de estos”. 
 
No es errado sostener que la finalidad de sustituir el mandato de 
detención por la prisión preventiva, es proscribir de una vez por todas y 
en todo el territorio nacional, la vieja práctica inquisitiva del modelo mixto 
y dar paso al modelo acusatorio, por lo menos en cuanto a la medida 
cautelar personal de privación de la libertad se refiere. Recordemos que 
el principio acusatorio nace con el objeto de revestir al imputado de 
mayores garantías frente al inmenso poder persecutor del Estado y que 
no solamente se identifica con la figura del acusador público, sino 
también con las propiedades garantistas que de él emanan, entre ellas 
los principios de publicidad, Inmediación y sobretodo el contradictorio. 
 
Si bajo este escenario acusatorio se dispuso la entrada en 
vigencia de la prisión preventiva para todos los casos y en todo el 
territorio nacional, con más razón debe proveerse de las mismas 
garantías inherentes a la audiencia de prisión preventiva en el caso de 
menores infractores de la ley penal. La prisión preventiva es una medida 
extrema que limita el derecho más importante que tienen las personas, 
la libertad, por lo que se debe habilitar, sin mayor demora, una audiencia 
de internamiento preventivo que hará posible el control de la actividad 






Nuestro planteamiento es coherente si partimos de la idea de una 
eliminación progresiva hasta la entrada en vigencia del nuevo Código 
Procesal Penal, de las prácticas inquisitivas propias del modelo mixto. 
Recordemos que en el sistema procesal penal que acogía el Código de 
Procedimientos Penales de 1940, la inmediación era muy poca o nula, 
pues no existían audiencias para poder resolver los distintos pedidos 
que las partes hacían, como la prisión preventiva o la variación dé la 
misma. El único lugar donde era posible esto era en el juicio oral la 
inmediación no era el principio base del juzgamiento como aconseja la 
más autorizada doctrina, pues la sentencia no se basaba únicamente en 
actos de prueba formados en el juicio oral o pre-constituidos, sino que 
simples actos de investigación que no pasaban por el matiz de la 
contradicción formaban la convicción del juzgador, de este modo el juez 
no estaba en contacto directo con la formación de la prueba. 
 
La indemnización es nada sin su compañera la oralidad, ya que 
es por medio del lenguaje hablado que se realizarán las peticiones y las 
oposiciones a estas. Un sistema-oral se caracteriza por la existencia de 
audiencias como método central para la adopción de decisiones, es 
decir, se abandona el método del expediente como forma de producción 
de información para la toma de decisiones judiciales y, en su reemplazo, 
por una forma muy distinta para tomar estas decisiones basadas 
necesariamente en la oralidad. La audiencia es un escenario donde las 




intervinientes presentan oralmente sus peticiones y argumentos y tienen 
además la posibilidad de controvertir la opinión de su oponente. 
 
2.2. MARCO CONCEPTUAL 
Adolescente infractor.- Se considera adolescente infractor a aquel 
cuya responsabilidad ha sido determinada como autor o participe de un 
hecho punible tipificado como delito o falta en la ley penal. 
 
Investigación tutelar.- En el Perú, se entiende al procedimiento de 
investigación tutelar como el conjunto de actos y diligencias tramitadas 
administrativas que están destinadas a verificar la situación de estado de 
abandono en que se encuentra un menor (niño o adolescente), a efectos 
de dictarse las medidas de protección pertinentes.  
 
Interés tutelar.- El principio de interés superior nos orienta a fijar en el 
contexto de una vida social en la que a todos los niños se les reconoce 
dichas atribuciones y además se privilegia los derechos de la niñez, 
respecto al resto de los ciudadanos. El Tribunal Constitucional ha tenido 
ocasión de pronunciarse al respecto en la STC Exp. N° 1817-2009-
HC/TC cuando esgrimió que “8. En esta especial orientación 
proteccionista se encuentra también el principio del interés superior del 
niño, que a decir de la Corte IDH, se "funda en la dignidad misma del ser 
humano, en las características propias de los niños, y en la necesidad 
de propiciar el desarrollo de estos, con pleno aprovechamiento de sus 
potencialidades así como en la naturaleza y alcances de la Convención 




El interés superior del niño se define como la plena satisfacción 
integral de todos sus derechos en la medida de lo posible y la menor 
restricción de los - mismos. Es el principio “rector guía” de la Convención 
sobre los Derechos del Niño. El contenido del principio son los propios 
derechos declarados en la Convención, de manera tal que todo "interés 
superior” se refiere estrictamente a lo "declarado derecho”, a su vez, 
solo lo que es considerado derecho puede ser “interés superior”. 
 
Menor de edad.- Se considera menor de edad, a la persona que no 
tiene plena capacidad de ejercicio de sus derechos civiles por no haber 
cumplido dieciocho años de edad. Toda persona capaz tiene el deber de 
declarar como testigo, si no tuviera excusa o no estuviera prohibida de 
hacerlo. Sin embargo, los menores de dieciocho años pueden declarar 
sólo en los casos permitidos por la ley. Los representantes legales de los 
incapaces (v. gr., el menor de edad) ejercen los derechos civiles de 
éstos, según las normas referentes a la patria potestad, tutela y cúratela. 
 
Violencia.- La violencia es entendida como la acción o serie de acciones 
mediante las que se hace uso de la fuerza, particularmente de la fuerza 
física, con el propósito de destruir una cosa, obligar a alguien o que 
haga algo contra su voluntad o causarle daño. 
 
Niño.- Según la legislación nacional, se considera niño a todo ser 
humano desde su concepción hasta cumplir los doce años de edad y 





Por la naturaleza de la investigación, la presente hipótesis es de 
carácter correlacional no causalista y la adoptamos como provisional en 
la presente investigación: 
 
2.4.1. Hipótesis general 
El tratamiento socio - jurídico y jurisdiccional que adopta el Estado para I 
menores infractores de la ley penal no es el más idóneo, por 
consiguiente no tiene efectos para frenar el incremento de tales 
infracciones 
 
2.4.2. Hipótesis específica 
• Si el Estado Identifica las infracciones a la ley penal por menores 
de edad más comunes entonces mejoraría la atención en el ámbito 
de la provincia de San Román, específicamente, en la ciudad de 
Juliaca. 
• Sera importante determinar el tratamiento jurisdiccional (En la 
sede del Ministerio Público y el Poder Judicial) a los menores 
infractores de la ley penal. 
• Seleccionar las medidas preventivas más idóneas desde el punto 




Las variables por la naturaleza epistemológica de la presente 




Primera variable: Estado peruano 
Segunda variable: Medidas socio - jurídicas preventivas. 
Tercera variable: Actividad jurisdiccional. 












METODOLOGÍA DE LA INVESTIGACIÓN 
 
3.1. DISEÑO 
La investigación jurídica se ubica en el área de la mención de la 
maestría desarrollada en la Escuela de Postgrado, y por lo tanto, se 
ubica dentro el diseño cualitativo y la investigación aplicada.  
 
3.2. TIPOLOGÍA 
La presente investigación se aproxima a la descriptiva - jurídica, 
socio - jurídica y jurídica - propositiva. 
 
3.3. MÉTODOS  
En el Derecho como parte de las Ciencias sociales; y en el presente 
estudio utilizamos \& exegética, la dogmática jurídica, el sociológico 
y de análisis y síntesis.  
  
3.4. FUENTES 





 Las fuentes principales de carácter primario, están constituidos 
por la información sistematizada que se acopió en el Ministerio 
Público y el Poder Judicial sobre el tratamiento preventivo y 
jurisdiccional a los menores infractores de la ley penal.  
 Las fuentes secundarias, está constituida por toda la literatura 
existente (doctrina, teorías, normas jurídicas, jurisprudencia, 




Como señala el título y el planteamiento del problema, la 
investigación abarca el ámbito de la provincia de San Román - 
Juliaca. 
 
3.6. TIEMPO DE ESTUDIO 



















RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
4.1. RESULTADOS DE LA INVESTIGACIÒN EN PUNO FRENTE A LOS 
MENORES INFRACTORES.A fin de obtener mayor convicción sobre la 
temática tratada, hemos procedido a implementar un cuestionario de 
preguntas cerradas entre los profesionales del Ilustre Colegio de 
Abogados de Puno que nos expresen su posición sobre la problemática 
materia de análisis. 
 
4.2. INTERPRETACIÓN Y ANÁLISIS 
Las preguntas fueron aplicadas a una muestra de 40 abogados del 




1. ¿Ud., considera que en los últimos años se ha incrementado las 
infracciones a la ley penal de parte de menores de edad? 
 
Tabla N° 1 
Respuesta Total % 
1. Sí 
2. No 







TOTAL 40 100% 
 Fuente: Elaborado por la investigadora 
  
Gráfico N° 1 
 





De la respuesta a esta primera pregunta se desprende que los abogados 
opinan que las infracciones a la ley penal se han incrementado. Así se 
pronuncia un 75 %, mientras que un 05 % opina que, en sentido negativo, y un 
20 % considera que este incremento es relativo. En todos los casos se percibe 
que esta opinión es coincidente con las fuentes oficiales y otros organismos 
que consideran que las infracciones a la ley penal se vienen incrementando en 
los últimos años. Para el incremento a la infracción penal inciden factores de 
carácter social y cultural principalmente cuya responsabilidad es tanto del 




2. ¿Ud., desde el punto de vista del derecho considera correcta el 
tratamiento jurisdiccional, a los menores infractores a la ley penal en 
la jurisdicción en órgano jurisdiccional de Juliaca? 
 
Tabla N° 2 
Respuesta Total % 
1. Sí 
2. No 







TOTAL 40 100% 
 Fuente: Elaborado por la investigadora 
 
Gráfico N° 3 
 







Los operadores del Derecho, en este caso los abogados, relacionados más 
directamente a la administración de justicia, consideran mayoritariamente, esto 
es un 30 % que el tratamiento jurisdiccional a los infractores a la ley penal es la 
más correcta. Sin embargo, un 45 % considera que dicho tratamiento no es la 




3. ¿Ud., considera que el Código del Niño y Adolescente requiere 




Respuesta Total % 
1. Sí 
2. No 







TOTAL 40 100% 
 Fuente: Elaborado por la investigadora 
 
Gráfico N° 3 
 






Respecto a esta tercera pregunta, los abogados encuestados de Juliaca, 
perciben en un 75 % que el Código del Niños y Adolescentes sí requiere ser 
modificado y actualizada de acuerdo a las nuevas circunstancias y situación en 
que se vive respecto al incremento de la infracción penal y su tratamiento 
jurisdiccional. En cambio, un 13 % afirma lo contrario, es decir, que no es 




4. ¿Ud. considera que las instituciones jurídicas penales de prisión 
preventiva e internamiento preventivo para menores infractores de la 
ley penal tienen la misma significación jurídica? 
 
Tabla N°4 
Respuesta Total % 
1. Sí 
2. No 







TOTAL 40 100% 
 Fuente: Elaborado por la investigadora 
 
Gráfico N° 4 
 






Con respecto a esta pregunta relativamente compleja y propio de especialista 
en el tratamiento a menores infractores, un 37 % de abogados son de la 
opinión que tanto la prisión preventiva y el internamiento preventivo tiene la 
misma significación. En cambio, un 26 % sostiene que no tienen la misma 
significación jurídica. De otro lado, otro 37 % de encuestados prefirió guardar 




5. ¿Ud., cree necesario a mediano plazo modificar el Código del Niño y 
Adolescente para mejorar el procedimiento de internamiento 
preventivo de los menores infractores de la ley penal? 
 
 Tabla N°5 
Respuesta Total % 
1. Sí 
2. No 







TOTAL 40 100% 
 Fuente: Elaborado por la investigadora 
 
Gráfico N° 5 
 
 





Respecto a esta quinta pregunta los hombres del derecho opinan en un 63 % 
que sí se debe modificar el Código del Niño y Adolescente para definir el 
procedimiento para el internamiento preventivo de los menores infractores a la 
ley penal. En cambio, un 12 % afirma lo contrario y, un 25% se pronuncia en 





4.3. ANÁLISIS DE SENTENCIAS SOBRE MENORES INFRACTORES 
En esta parte final, a partir del análisis de sentencias expedidas por el 
órgano jurisdiccional de Juliaca, provincia de San Román, Puno, 
procedemos a exponer el resultado de una muestra de 15 sentencias 
seleccionadas a al azar en calidad de probalística. En los resultados se 
clasifica la naturaleza jurídica del tipo de infracción, la situación jurídica 
del infractor y el tipo de sanción. 
Cuadro N° 1 
Expediente Menor Infracción Situación Jurídica 
965-2012 Juliaca X Contra el patrimonio Absuelto 
1954-2012 Juliaca 





X Salud pública, forma de promoción 
del TID 
Absuelto 
166-2012 Juliaca X 





1954-2012 Juliaca XX 
Contra el patrimonio, modalidad robo 
agravado, grado de tentativa 
Libertad asistida 
244-2013 Juliaca X 
Contra el patrimonio, modalidad hurto 
agravado Internamiento, un año 
898-2012 Juliaca XX 
Contra el patrimonio, modalidad robo 
agravado 
Absueltos 
2569-2011 Juliaca X 
Contra la vida, el cuerpo y la salud, 
lesiones leves 
Libertad asistida 
1264-2012 Juliaca X 
Contra la salud pública, modalidad 
promoción del TID 
Libertad asistida 
1293-2013 Juliaca XX Contra el patrimonio, robo agravado Libertad asistida 
920-2012 Juliaca XX Contra el patrimonio, robo agravado Libertad asistida 
891 -2011 Juliaca XX Contra el patrimonio, hurto agravado Absueltos 
1665-2010 Juliaca 
X Contra la vida, el cuerpo y la salud, 
homicidio culposo 
Libertad asistida 
2168-2010 Juliaca X Contra el patrimonio, hurto agravado Libertad restringida 
266-2011 Juliaca X 
Contra la salud pública, promoción 
del TID 
Internamiento de 2 años 








De acuerdo al primer cuadro y gráfico se tiene que de los 15 casos analizados 
27 % fueron absueltos de la imputación de la infracción cometida, mientras el 





Respuesta Total % 
1. Libertad asistida 
2. Internamiento 







TOTAL 15 100% 
 Fuente: Elaborado por la investigadora 
 
Gráfico N° 6 
 
     Fuente: preparado  por la investigadora 
 
INTERPRETACIÓN 
Respecto a esta parte materia de análisis, se tiene que la mayor parte de 
infractores a la ley penal, fueron sancionados con medida socioeducativa de 
libertad asistida, esto es el 53 %. En cambio, el 27 % de los investigados por 
infracción a la ley penal fueron absueltos. Sin embargo, un 20 % fueron 
sancionados con internamiento al haberse comprobado como autores de la 




  Tabla N° 7 
Respuesta Total % 
1. Contra el patrimonio 
2. TID 







TOTAL 40 100% 
 Fuente: Elaborado por la investigadora 
 
Gráfico N° 7 
 
Fuente: preparado por la investigadora  
INTERPRETACIÓN 
Respecto a esta última parte, que constituye la clasificación del tipo de 
infracción penal, se tiene que la mayor parte de menores infractores están 
relacionados a infracciones contra el matrimonio sean hurtos o robos, esto 
representa el 60 %. En cambio, las infracciones relacionadas a lesiones 
representan el 20 %, y lo preocupante es las infracciones contra la salud en la 





Primera.- Los abogados opinan que las infracciones a la ley penal se han 
incrementado. En ese sentido se ha pronunciado un 75 %, 
mientras que un 05 % opina que, en sentido negativo, y un 20 % 
considera que este incremento es relativo. En todos los casos se 
percibe que esta opinión es coincidente con las fuentes oficiales y 
otros organismos que consideran que las infracciones a la ley 
penal se vienen incrementando en los últimos años. Para el 
incremento a la infracción penal inciden factores de carácter 
social y cultural principalmente, cuya responsabilidad es tanto del 
entorno familiar, de la sociedad y del Estado. 
 
Segunda.- Los operadores del Derecho, los abogados, quienes están 
relacionados más directamente a la administración de justicia, 
consideran con un 30 % que el tratamiento jurisdiccional a los 
infractores a la ley penal es correcto. Sin embargo, un 45 % 
considera que dicho tratamiento no es la más correcta. Mientras 
un 25 % se pronuncia en que es relativo. Asimismo, los abogados 
perciben en un 75 % que el Código del Niños y Adolescentes 
requiere ser actualizado en consideración a las nuevas 
circunstancias y situación que se vive respecto al incremento de 
la infracción penal y su tratamiento jurisdiccional. 
 
Tercera.- De las 15 sentencias analizadas sobre el tratamiento jurisdiccional 




imputación cometida; el 73 % fueron sancionados con diversas 
formas que permite la norma pertinente. La mayor parte de 
infractores a la ley penal, fueron sancionados con medida 
socioeducativa de libertad asistida, esto es el 53 %. En cambio, el 
27 % de los investigados fueron absueltos. Un 20 % fueron 
sancionados con internamiento, al haberse comprobado como 
autores de la infracción penal cometida. 
 
Cuarta.- Respecto al tipo de infracción penal, se tiene que la mayor parte 
de menores infractores están relacionados a infracciones contra el 
matrimonio sean hurtos o robos, esto representa el 60 %. En 
cambio, las infracciones relacionadas a lesiones representan el 20 
%, y lo preocupante es las infracciones contra la salud en la 
modalidad de tráfico ilícito de drogas (TID) que representa el 20%. 
 
Quinta.- Con el sistema acusatorio se dispuso la entrada en vigencia de la 
prisión preventiva para todos los casos y en todo el territorio 
nacional, con más razón debe proveerse de las mismas garantías 
inherentes a la audiencia de prisión preventiva en el caso de 
menores infractores de la ley penal. La prisión preventiva es una 
medida extrema que limita el derecho más importante que tienen 
las personas, la libertad, por lo que se debe habilitar, sin mayor 
demora, una audiencia de internamiento preventivo que hará 
posible el control de la actividad jurisdiccional y permitirá una 





Sexta.- El derecho penal juvenil se basa en los principios de interés 
superior del niño u de protección integral, por lo que evita la 
imposición de una sanción, y cuando ella es inevitable, dispone la 
menor restricción de derechos posible tratado de no imponer una 
sanción privativa de libertad. Se debe ser cauteloso, evitando que, 
en la práctica, lejos de suponer una disminución del control social, 
se llegue más bien a una ampliación de este, que desemboque a 
unas redes distintas, más amplias y sutiles. A ello se ha referido la 
criminología crítica al hablar de las sanciones alternativas. 
 
Séptima.- En el proceso judicial contra adolescentes, la sanción tiene un fin 
predominante pedagógico y de rehabilitación, mas no únicamente 
de coerción y/’o Castigo. En estos últimos años el incremento de 
la delincuencia común y organizada resulta preocupante, no sólo 
para la comunidad jurídica quienes a  través de sus respectivas 
instituciones vienen preparando políticas de erradicación de la 
criminalidad, tanto de represión de la misma, como de prevención, 
sino para la sociedad en su conjunto que directa o indirectamente 









Primera.- En todas las decisiones que se adopten en el contexto de la 
administración de la justicia de menores, el interés superior del 
niño deberá ser una consideración primordial. Los niños se 
diferencian de los adultos tanto en su desarrollo físico y 
psicológico como por sus necesidades emocionales y educativas. 
Esas diferencias constituyen la base de la menor culpabilidad de 
los niños que tienen conflictos con la justicia. Estas y otras 
diferencias justifican la existencia de un sistema separado de 
justicia de menores y hacen necesario dar un trato diferente a los 
niños. 
Segunda.- El modelo de responsabilidad penal juvenil debe sostenerse en 
los siguientes principios: a) procedimiento policial y judicial donde 
se contemplen y respeten las garantías legales, esto es, con la 
intervención del abogado; b) en el proceso judicial deben 
establecerse las garantías del debido proceso y el principio de 
proporcionalidad como limitante de la respuesta punitiva del 
Estado; c) frente a la responsabilidad de los adolescentes por la 
infracción cometida debemos tener en cuenta que estamos frente 
a una persona que no ha completado su proceso de desarrollo 
tanto físico, psicológico, cultural, emocional y relacional; d) 
aplicación de medidas de carácter socioeducativo, donde la 
privación de la libertad es el último recurso y recurso y por el 




Tercera.- En concordancia con el artículo 40° inciso 1o de la Convención de 
los Derechos del Niño establece que el niño que haya infringido la 
ley penal debe ser tratado de manera acorde con el fomento de su 
dignidad y valor, entendiendo como niño a toda persona menor de 
18 años. Este inciso señala también que en el tratamiento de 
estos infractores es importante promover su reintegración. Frente 
a la problemática de las infracciones a la ley penal cometidas por 
adolescentes se debe impulsar a nivel internacional la aplicación 
del modelo de justicia juvenil restaurativa con la finalidad de 
reparar el daño individual y social causado por dichas 
infracciones. 
 
Cuarta.- Atendiendo a lo dispuesto por el artículo 4° de la Constitución 
Política del Estado, bajo el entendido que la comunidad y el 
Estado protegen especialmente al niño y al adolescente, se debe 
procurar salvaguardar el interés superior del niño y aplicar toda 
cuanta disposición procesal le sea favorablemente aplicable. Este 
razonamiento es coherente si se tiene en cuanta el artículo IX del 
Título Preliminar del Código de Niños y Adolescentes que 
establece que: en toda medida concerniente al niño y adolescente 
que adopte el Estado a través de los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial, del Ministerio Público, los Gobiernos 
Regionales, Gobiernos Locales y sus demás instituciones. Así 
como la acción dé la sociedad, se considerará el principio del 





Quinta.- Se debe implementar equipos interdisciplinarios que apoyen a los 
fiscales de familia o mixtos en la evaluación del adolescente 
infractor a fin de que puedan decidir si corresponde la aplicación 
de la remisión fiscal. Cada equipo debe estar compuesto por un 
psicólogo y un trabajador social.  
 
Sexta.- Este modelo debe fomentar la cooperación interinstitucional entre 
el Ministerio Público y otras instituciones en la ciudad de Juliaca. 
Para ello se crearían alianzas con la DEMUNA, organizaciones no 
gubernamentales e instituciones educativas. Se contaría también 
con abogados defensores del Ministerio de Justicia y se brindaría 
acceso a educación alternativa diferenciada a los adolescentes a 
través de los Centros de Educación Básica Alternativa del 
Ministerio de Educación. Por su parte, las Comisarías de la PNP 
brindarían el apoyo necesario para los equipos interdisciplinarios 
puedan atender a los adolescentes y a sus familiares en sus 
sedes. 
Séptima.- Frente a la problemática de las infracciones a la ley penal 
cometidos por adolescentes debe implementarse a nivel 
internacional la aplicación del modelo de justicia juvenil 
restaurativa con la finalidad de reparar el daño individual y social 
causado por dichas infracciones. Este modelo se viene aplicando 
en nuestro país desde el año 2005 y a través del mismo se 
promueve la aplicación de la remisión fiscal por parte del 




del proceso judicial a los adolescentes en conflicto con la ley 
penal, buscando su recuperación sin que tengan que 
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